
RE: CONTESTACIÓN_DEMANDA_COLPENSIONES_08001310501120240007800 DTE.
NAIRO REYES

Juzgado 11 Laboral Circuito - Atlántico - Barranquilla <lcto11ba@cendoj.ramajudicial.gov.co>
Lun 29/04/2024 12:15 PM
Para:​QUIPA ABOGADO <utquipagroup9@gmail.com>​

Buenas tardes, se acusa recibido

De: QUIPA ABOGADO <utquipagroup9@gmail.com>
Enviado: lunes, 29 de abril de 2024 12:11 p. m.
Para: Juzgado 11 Laboral Circuito - Atlántico - Barranquilla <lcto11ba@cendoj.ramajudicial.gov.co>;
nairoreyescorrea@gmail.com <nairoreyescorrea@gmail.com>; malejandra0815@gmail.com
<malejandra0815@gmail.com>; Buzon ProcesosJudiciales <procesosjudiciales@colfondos.com.co>; Natalia
Andrea Sepulveda Ruiz <accioneslegales@proteccion.com.co>; datospersonales@proteccion.com.co
<datospersonales@proteccion.com.co>
Asunto: CONTESTACIÓN_DEMANDA_COLPENSIONES_08001310501120240007800 DTE. NAIRO REYES
 
Referencia: ORDINARIO LABORAL
Demandante: NAIRO JOSÉ REYES CORREA
Demandados: ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES –

COLPENSIONES – AFP COLFONDOS S.A. – AFP
PROTECCIÓN S.A.

Radicación: 08001310501120240006200
Asunto: CONTESTACIÓN DE DEMANDA

Buenas tardes, 

Cordial saludo;

ADRIANA NIEVES ARZUAGA, mayor de edad, vecina de esta ciudad, identificada como aparece al
pie de mi correspondiente firma, actuando en calidad de apoderada judicial sustituta de la
ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES - COLPENSIONES, conforme al poder
SUSTITUIDO en legal forma por la doctora ANGÉLICA MARGOTH COHEN MENDOZA, quien funge
como representante legal de la UT QUIPA GROUP, sociedad que, a su vez, actúa en representación
judicial y extrajudicial de la entidad demandada, según consta en la Escritura Pública No. 0546 del 24
de mayo de 2.023, mediante el presente escrito, me permito descorrer el traslado y darle
CONTESTACIÓN A LA DEMANDA ORDINARIA instaurada por el señor NAIRO JOSÉ REYES
CORREA en contra de la Administradora Colombiana de Pensiones “COLPENSIONES”, de
conformidad con lo establecido por el Código de Procedimiento Laboral en su Artículo 31 (Modificado
por el Art. 18 de la Ley 712 de 2.001) y en la Ley 2213 de 2.022, en los siguientes términos:

Anexo: 

1.CONTESTACIÓN_DEMANDA_COLPENSIONES_08001310501120240007800 DTE. NAIRO
REYES EN FORMATO PDF QUE CONSTA DE 28 FOLIOS. 

2. ARCHIVO RAR INTEGRADO POR EXPEDIENTE ADMINISTRATIVO, HISTORIA LABORAL Y
RUAF DEL DEMANDANTE. 

De conformidad con lo establecido en la Ley 2213 de 2022, se efectúa traslado simultáneo a las
partes. 



No siendo otro el asunto por tratar;

Cordialmente, 

ADRIANA NIEVES A.
Abogada
UT Quipa Group
Cel: 313 503 10 95
E-mail: utquipagroup9@gmail.com
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Barranquilla, 29 de abril de 2.024 

Doctor: 

ELKIN JESUS RODRIGUEZ CAMPO 

JUEZ ONCE LABORAL DEL CIRCUITO DE BARRANQUILLA  

E.                           S.                                      D. 

 

Referencia: ORDINARIO LABORAL 

Demandante: NAIRO JOSÉ REYES CORREA 

Demandados: ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES – 

COLPENSIONES – AFP COLFONDOS S.A. – AFP PROTECCIÓN S.A. 

Radicación: 08001310501120240006200 

Asunto: CONTESTACIÓN DE DEMANDA 

 

ADRIANA NIEVES ARZUAGA, mayor de edad, vecina de esta ciudad, identificada como 

aparece al pie de mi correspondiente firma, actuando en calidad de apoderada judicial 

sustituta de la ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES - COLPENSIONES, 

conforme al poder SUSTITUIDO en legal forma por la doctora ANGÉLICA MARGOTH 

COHEN MENDOZA, quien funge como representante legal de la UT QUIPA GROUP, 

sociedad que, a su vez, actúa en representación judicial y extrajudicial de la entidad 

demandada, según consta en la Escritura Pública No. 0546 del 24 de mayo de 2.023, 

mediante el presente escrito, me permito descorrer el traslado y darle CONTESTACIÓN 

A LA DEMANDA ORDINARIA instaurada por el señor NAIRO JOSÉ REYES CORREA en 

contra de la Administradora Colombiana de Pensiones “COLPENSIONES”, de conformidad 

con lo establecido por el Código de Procedimiento Laboral en su Artículo 31 (Modificado 

por el Art. 18 de la Ley 712 de 2.001) y en la Ley 2213 de 2.022, en los siguientes términos: 

 

I. NATURALEZA JURIDICA DE LA ENTIDAD DEMANDADA REPRESENTACIÓN 

LEGAL Y DOMICILIO. 

La Administradora Colombiana de Pensiones COLPENSIONES, es una empresa industrial 

y comercial del estado del orden nacional, con personería jurídica, autonomía 

administrativa y patrimonio independiente, vinculada al Ministerio de la Protección 

Social, organizada como entidad financiera de carácter especial, cuyo objeto consiste en  
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la administración estatal del régimen de prima media con prestación definida 

incluyendo la administración de los beneficios económicos periódicos de que trata el 

Acto Legislativo 01 de 2005 modificatorio del artículo 48 de la Constitución Política, de 

acuerdo con lo que establezca la ley que los desarrolle, con domicilio principal en la 

ciudad de Bogotá y recibe notificaciones personales en la carrera 10 No. 64 – 28 piso 10 

de la ciudad de Bogotá y con domicilio seccional en esta ciudad ubicado en la carrera 58 

No. 68-168 piso 3. 

A partir del 1 de octubre de 2012, COLPENSIONES inició operaciones como 

Administradora del Régimen de Prima Media con Prestación Definida de conformidad 

con el Decreto 2011 de 2012. 

 

II. PRONUNCIAMIENTO FRENTE A LOS HECHOS. 

PRIMERO: Es cierto, de conformidad con el traslado de la demanda a folio 59 y 60 obra 

copia de la cédula de ciudadanía del demandante.  

SEGUNDO: Cierto, de acuerdo con la historia laboral remitida por COLPENSIONES, visible 

en el expediente administrativo.  

TERCERO: No me consta. Explico al despacho las razones de mi afirmación.  

Es un hecho ajeno a mi representada, que es objeto de prueba por parte del 

demandante, en los términos del artículo 167 de CGP aplicado en materia laboral por 

remisión del artículo 145 de CPTSS. 

CUARTO: No me consta, dado que estamos frente a un hecho ajeno a mi representada, 

objeto de prueba por parte del demandante, en los términos del artículo 167 de CGP 

aplicado en materia laboral por remisión del artículo 145 de CPTSS. 

QUINTO: No me consta. Explico al despacho las razones de mi afirmación.  

Es un hecho ajeno a mi representada, que es objeto de prueba por parte de la 

demandante, en los términos del artículo 167 de CGP aplicado en materia laboral por 

remisión del artículo 145 de CPTSS. 

SEXTO: No me consta, dado que estamos frente a un hecho ajeno a mi representada, 

objeto de prueba por parte del demandante, en los términos del artículo 167 de CGP 

aplicado en materia laboral por remisión del artículo 145 de CPTSS. 
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SÉPTIMO: No me consta, dado que estamos frente a un hecho ajeno a mi representada, 

objeto de prueba por parte del demandante, en los términos del artículo 167 de CGP 

aplicado en materia laboral por remisión del artículo 145 de CPTSS. 

OCTAVO: No me consta. Explico al despacho las razones de mi afirmación.  

Es un hecho ajeno a mi representada, que es objeto de prueba por parte del 

demandante, en los términos del artículo 167 de CGP aplicado en materia laboral por 

remisión del artículo 145 de CPTSS. 

NOVENO:  No me consta, dado que estamos frente a un hecho ajeno a mi representada, 

objeto de prueba por parte del demandante, en los términos del artículo 167 de CGP 

aplicado en materia laboral por remisión del artículo 145 de CPTSS.  

DÉCIMO: No me consta. Explico al despacho las razones de mi afirmación.  

Es un hecho ajeno a mi representada, que es objeto de prueba por parte del 

demandante, en los términos del artículo 167 de CGP aplicado en materia laboral por 

remisión del artículo 145 de CPTSS. 

DÉCIMO PRIMERO: No me consta, dado que estamos frente a un hecho ajeno a mi 

representada, objeto de prueba por parte del demandante, en los términos del artículo 

167 de CGP aplicado en materia laboral por remisión del artículo 145 de CPTSS. 

DÉCIMO SEGUNDO: No me consta. Explico al despacho las razones de mi afirmación.  

Es un hecho ajeno a mi representada, que es objeto de prueba por parte del 

demandante, en los términos del artículo 167 de CGP aplicado en materia laboral por 

remisión del artículo 145 de CPTSS. 

DÉCIMO TERCERO: No me consta, dado que estamos frente a un hecho ajeno a mi 

representada, objeto de prueba por parte del demandante, en los términos del artículo 

167 de CGP aplicado en materia laboral por remisión del artículo 145 de CPTSS. 

DÉCIMO CUARTO: No me consta. Explico al despacho las razones de mi afirmación.  

Es un hecho ajeno a mi representada, que es objeto de prueba por parte del 

demandante, en los términos del artículo 167 de CGP aplicado en materia laboral por 

remisión del artículo 145 de CPTSS. 
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DÉCIMO QUINTO: Es cierto, de acuerdo con la historia laboral expedida por la AFP 

Protección S.A., visible a partir del folio 77 del traslado de la demanda, el actor cotizó 

ante el RPM administrado hoy por COLPENSIONES un total de 69.43 semanas.  

DÉCIMO SEXTO: Igualmente cierto, de conformidad con la historia laboral expedida por 

la AFP Protección S.A., visible a partir del folio 77 del traslado de la demanda, el actor 

cotizó ante la APF Colfondos S.A., un total de 110.14 semanas.   

DÉCIMO SÉPTIMO: Cierto, teniendo en cuenta lo consultado en el RUAF y la historia 

laboral expedida por la AFP Protección S.A., visible a partir del folio 77 del traslado de la 

demanda, el actor cotizó ante esta AFP, un total de 1096.71 semanas.   

DÉCIMO OCTAVO: No es un hecho, es una perspectiva que tiene el demandante sobre 

la postura tomada por el antiguo I.S.S., hoy COLPENSIONES respecto de los traslados 

efectuados al RAIS.  

DÉCIMO NOVENO: Es cierto, de acuerdo con el traslado de la demanda a folio 69 obra 

copia de la solicitud que se hace mención en este hecho.  

VIGÉSIMO: Cierto, teniendo en cuenta que en el traslado de la demanda a folio 69 existe 

copia de la respuesta brindada por COLPENSIONES.  

VIGÉSIMO PRIMERO: Igualmente cierto, dado que en el traslado de demanda obra copia 

de la respuesta expedida por la AFP Protección S.A., visible a folio 71 – 75.  

VIGÉSIMO SEGUNDO: No me consta, dado que estamos frente a un hecho ajeno a mi 

representada, objeto de prueba por parte del demandante, en los términos del artículo 

167 de CGP aplicado en materia laboral por remisión del artículo 145 de CPTSS. 

VIGÉSIMO TERCERO: Es cierto, dado que en el traslado de demanda obra copia de la 

respuesta expedida por la AFP Protección S.A., visible a folio 71 – 75. 

 

III. OPOSICIÓN FRENTE A LAS PRETENSIONES SOLICITADAS. 

Me opongo su señoría a todas y cada una de las pretensiones incoadas en la demanda 

por parte del señor NAIRO JOSÉ REYES CORREA, por conducto de apoderado, por carecer 

de fundamentación fáctica y jurídica, así: 

PRIMERA: No es dable declarar la ineficacia del acto del traslado de régimen, debido a 

que en el presente proceso se observa que no existió ilegalidad en dicho trámite, de 

hecho, se evidencia que el traslado obedeció a una manifestación espontánea de la 
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voluntad de la parte actora, libre de vicios del consentimiento, además, el demandante 

no cumplió en el presente proceso, con la carga mínima probatoria con la que demuestre 

la viabilidad de la ineficacia que solicita. 

 

Ahora bien, de conformidad con lo establecido en el artículo 13 de la Ley 100 de 1.993, 

modificado por el artículo 2° de la Ley 797 de 2.003, taxativamente en su literal e, que a 

la letra dice:  

“e) Los afiliados al Sistema General de Pensiones podrán escoger el régimen de 

pensiones que prefieran. Una vez efectuada la selección inicial, estos sólo podrán 

trasladarse de régimen por una sola vez cada cinco (5) años, contados a partir de 

la selección inicial. Después de un (1) año de la vigencia de la presente ley, el 

afiliado no podrá trasladarse de régimen cuando le faltaren diez (10) años o menos 

para cumplir la edad para tener derecho a la pensión de vejez;” – Subrayado fuera 

de texto.  

Es claro que el demandante se encuadra dentro de la prohibición legal, pues actualmente 

tiene cincuenta y seis (56) años de edad, tal como lo demuestra su cédula de ciudadanía, 

es decir, que está próximo a cumplir con el requisito de la edad para obtener su derecho 

a la pensión de vejez. En ese entendido, no es viable declarar la ineficacia del traslado y 

afiliación al Régimen de Ahorro Individual con Solidaridad.  

SEGUNDA: Dado que, no es factible decretar la ineficacia del traslado y afiliación al 

Régimen de Ahorro Individual con Solidaridad realizado por el señor NAIRO JOSÉ REYES 

CORREA, teniendo en cuenta que el mismo ocurrió gracias a la manifestación libre de la 

voluntad de la parte actora, exenta de vicios del consentimiento y que, además, de 

conformidad con lo establecido en el artículo 13 de la Ley 100 de 1.993 modificado por 

el artículo 2° de la Ley 797 de 2.003, taxativamente en su literal e, el demandante se 

incluye dentro de la prohibición legal, con ocasión a su edad, NO es procedente declarar 

que la afiliación válida al sistema de seguridad social en pensiones fue la del RPM 

administrado hoy por COLPENSIONES.  

TERCERA: Aun cuando esta pretensión no es contra COLPENSIONES, me opongo dad 

que, con las pruebas obrantes dentro del traslado de la demanda, no es jurídicamente 

viable declarar que las administradoras del RAIS incumplieron con su deber de 

información ocasionando con ello algún tipo de perjuicio al demandante, teniendo en 

cuenta que el mismo ocurrió gracias a la manifestación libre de la voluntad de la parte 

actora, exenta de vicios del consentimiento.   
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IV. OPOSICIÓN FRENTE A LAS CONDENAS SOLICITADAS. 

Me opongo su señoría a todas y cada una de las condenas incoadas en la demanda por 

parte del señor NAIRO JOSÉ REYES CORREA, por conducto de apoderado, por carecer de 

fundamentación fáctica y jurídica, así: 

PRIMERA: En razón de la inviabilidad legal que existe para decretar la ineficacia del 

traslado al Régimen de Ahorro Individual con Solidaridad realizado por el señor NAIRO 

JOSÉ REYES CORREA, teniendo en cuenta que el mismo ocurrió gracias a la manifestación 

libre de la voluntad de la parte actora, exenta de vicios del consentimiento y que, 

además, de conformidad con lo establecido en el artículo 13 de la Ley 100 de 1.993 

modificado por el artículo 2° de la Ley 797 de 2.003, taxativamente en su literal e, el 

demandante se incluye dentro de la prohibición legal, NO es procedente ordenar su 

traslado y afiliación al Régimen de Prima Media administrado por COLPENSIONES.   

SEGUNDA: Con ocasión a la inviabilidad jurídica que existe para decretar la ineficacia del 

traslado al Régimen de Ahorro Individual con Solidaridad realizado por el señor NAIRO 

JOSÉ REYES CORREA, teniendo en cuenta que el mismo ocurrió gracias a la manifestación 

libre de la voluntad de la parte actora, exenta de vicios del consentimiento y que, 

además, de conformidad con lo establecido en el artículo 13 de la Ley 100 de 1.993 

modificado por el artículo 2° de la Ley 797 de 2.003, taxativamente en su literal e, el 

demandante se incluye dentro de la prohibición legal, NO es procedente ordenar que la 

AFP Protección S.A., proceda a realizar el traslado de saldo, cotización, bonos 

pensionales, sumas adicionales, junto con sus respectivos frutos e intereses que se 

encuentran consignado en la cuenta de ahorro individual, así como las cuotas de 

administración debidamente indexadas a la ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE 

PENSIONES – COLPENSIONES.  

De todas formas, sin perjuicio de lo expuesto en precedencia, en el caso de que el señor 

juez, no considere la tesis expuesta por la suscrita, solicito respetuosamente que el 

Fondo de Pensiones y Cesantías Protección S.A., en el cual se encuentra vinculado hoy 

por hoy el demandante, devuelva los aportes por pensión, los rendimientos financieros, 

sumas adicionales aseguradas, cuotas abonadas, seguros previsionales, bonos 

pensionales, primas de reaseguros y los gastos de administración a mi representada. Lo 

anterior, de conformidad con la sentencia SL1421-2019 de radicación No. 56174 del 10 

de abril del 2.019; pues en el caso de declararse la nulidad se reputa que fue por 

conducta indebida de la administradora del régimen de ahorro individual.  

Por tal circunstancia, ésta última debe asumir a su cargo los deterioros sufridos por el 

bien administrado, esto es, las mermas sufridas en el capital destinado a la financiación  
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de la pensión de vejez, ya por pago de mesadas pensionales en el sistema de ahorro 

individual, ora por los gastos de administración en que hubiere incurrido. 

TERCERA: Con ocasión a que el traslado al RAIS fue de manera voluntaria, libre, 

consecuente por parte del demandante, a COLPENSIONES no le debería corresponder 

admitir el traslado del demandante mucho menos recibir el traslado de su ahorro 

individual al Régimen de Prima Media.     

CUARTA: En caso de que el señor Juez otorgue algún tipo de indemnización por 

perjuicios al demandante, es importante destacar que el pago de dicha indemnización 

le corresponde a la administradora del RAIS y no a COLPENSIONES, teniendo en cuenta 

que la administradora del Régimen de Prima Media es un tercero de buena fe que no 

tiene ningún vínculo contractual con el demandante y la AFP del RAIS.      

QUINTA: Es menester destacar que el cumplimiento de una sentencia no se efectúa 

inmediatamente se emite el fallo, dado que es necesario cumplir con unas actuaciones 

administrativas previas entre las AFP del RAIS y COLPENSIONES, por ello, se insta al Juez 

de instancia evaluar objetivamente el término para el cumplimiento de la sentencia.     

SEXTA: Por tal motivo, tampoco es viable la condena en costas a favor del gestor del 

juicio, pues Colpensiones, no ha participado en la actuación de traslado, por el contrario, 

es un tercero ajeno a los contratos suscritos por el señor NAIRO REYES y la demandada 

AFP PROTECCIÓN S.A., y APF COLFONDOS S.A.  

SÉPTIMA: Será determinación del Juez dar aplicación a lo requerido en esta condena, 

sin embargo, considero que no respetar los turnos de ingreso de los procesos en el 

despacho, constituirá una vulneración al debido proceso.    

OCTAVA: No hay lugar a condena extra y ultra petita.  

 

V. CONSIDERACIONES JURÍDICAS EN EL PRESENTE PROCESO. 

Solicita la parte demandante, señor NAIRO JOSE REYES CORREA, que mediante sentencia 

judicial se declare la nulidad o ineficacia del traslado realizado ante la AFP COLFONDOS 

S.A., perpetrado en el año 1994, así como el traslado horizontal efectuado ante la AFP 

PROTECCIÓN S.A., concretado en el año 1996, según consulta realizada en el RUAF.   

 

Sea lo primero indicar que COLPENSIONES no puede declarar la nulidad de un acto o 

negocio jurídico celebrado entre el demandante y el fondo privado PROTECCIÓN S.A. y  
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COLFONDOS S.A., pues la competencia se encuentra en cabeza de un juez de la 

República.  

Segundo el demandante se trasladó de RPMPD al fondo privado AFP PROTECCIÓN S.A. 

y COLFONDOS S.A., de manera libre, voluntaria y espontánea haciendo uso de su 

derecho a la libre escogencia de régimen pensional.  

Ahora bien, según los lineamientos establecidos en el manual de Defensa Judicial, 

emitido por la Administradora Colombiana de Pensiones COLPENSIONES el presente 

asunto; NO ES CONCILIABLE, en atención a que la posibilidad de traslado de regímenes 

de pensión está contemplada por el literal E del artículo 2 de la ley 797 de 2003, que 

modifica el artículo 13 de la Ley 100 de 1993, y establece: 

“Los afiliados al Sistema General de Pensiones podrán escoger el régimen de 

pensiones que prefieran. Una vez efectuada la selección inicial, estos sólo 

podrán trasladarse de régimen por una sola vez cada cinco (5) años, contados 

a partir de la selección inicial. Después de un (1) año de la vigencia de la 

presente ley, el afiliado no podrá trasladarse de régimen cuando le faltaren 

diez (10) años o menos para cumplir la edad para tener derecho a la pensión 

de vejez…” Al respecto es necesario hacer varias precisiones.” 

En primer lugar, no se encuentra probado que la afiliación hecha al Régimen de Ahorro 

Individual haya sido por falta de información o por engaños al hoy demandante, por lo 

cual deberá probar lo manifestado en el transcurso del proceso, pues expresa que el 

asesor no brindó la información necesaria, total y oportuna para que la actora pudiera 

decidir con fundamentos la conveniencia o no de su traslado al régimen de ahorro 

individual con solidaridad y hasta tanto eso no ocurra se deberá presumir que su 

traslado fue voluntario, libre y consentido. 

 

Se pretende por la parte demandante la anulación del traslado de fondo de pensiones 

que ella mismo solicitó y autorizó desde el año 1996 según el RUAF, cuando ya había 

entrado en vigencia el nuevo estatuto pensional creado con la ley 100 de 1993, y que 

como consecuencia de ello se declare la ineficacia del acto de traslado realizado.  

En el presente asunto opera claramente la inexistencia del derecho reclamado, puesto 

que el demandante asevera no tener conocimiento alguno de las características de este 

régimen, a lo cual es procedente mencionar, que en el Decreto 2550 de 2010 se 

determinan las obligaciones que debe atender el afiliado que pertenezca al Sistema 

General de Pensiones, entre los cuales se encuentran, informarse de las condiciones del 

sistema, aprovechando los mecanismos de divulgación, emplear adecuada atención y  
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cuidado en la toma de decisiones, leer las condiciones de afiliación al sistema, revisar las 

condiciones de afiliación o traslado, de la misma forma manifiesta que la afiliación 

implica la aceptación de los efectos legales, costos, restricciones, derivadas de esta, lo 

cual demuestra que el deber de información y asesoría, no sólo debe recaer sobre las 

AFP, sino por el contrario, también se constituye como una obligación a cargo del propio 

afiliado, de tal manera que se encuentre informado al momento de tomar decisiones 

como trasladarse de un régimen al otro. 

 

De igual manera es pertinente indicar que de acuerdo al principio de la relatividad 

jurídica, los actos jurídicos en principio tienen efectos Inter partes, en este caso entre 

la actora y en su momento la AFP del REGIMEN DE AHORRO INDIVIDUAL CON 

SOLIDARIDAD, más no contra COLPENSIONES en calidad de tercero, por tanto en cuanto 

a la decisión adoptada, esta entidad no debe ser favorecida ni perjudicada con la 

decisión acogida, lo cual es importante ya que se debe garantizar el equilibrio financiero 

del sistema, tal y como lo señala el art. 48 de la Constitución Política de Colombia, 

aspecto que deberá ser tenido en cuenta por el juzgador y más cuando se tiene en 

cuenta que el accionante nació el 08 de septiembre de 1968 y que actualmente cuenta 

con 56 años de edad, ubicándolo próximamente en la edad requerida para tener 

derecho a la pensión de vejez de conformidad con el art. 13 de la Ley 100 de 1993 (art. 

2 de la ley 797 de 2003). 

 

Lo anterior, entendido desde el punto de vista de la inoponibilidad (mecanismo 

protector), en la ineficacia de un acto o la ineficacia de una nulidad frente a terceros. 

Es decir, que la ineficacia o nulidad, resultaría inoponible frente a terceros de buena fe 

como en este caso Colpensiones, a la par que la figura de la inoponibilidad constituye 

un mecanismo protector del derecho a la seguridad jurídica, que en el caso de 

Colpensiones se consolida por el tiempo en que aquellos afiliados permanecieron en el 

RAIS, aunado a que la seguridad jurídica que se deriva de la inoponibilidad pretende 

proteger intereses patrimoniales de terceros, que en este caso, tienen alcance frente al 

principio de sostenibilidad financiera del sistema y planeación de la reserva pensional. 

 

De la misma manera, la Sala de Casación Civil, ha definido la inoponibilidad como 

aquella que “valora la confianza razonable de los terceros de buena fe en aquellos 

negocios que se presentan objetivamente como válidamente celebrados”, raciocinio, 

que a su vez se deriva del principio de relatividad de los negocios jurídicos, es decir, que 

solo se producen efectos respecto de quienes voluntariamente participan de aquél. 
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Precisamente, la jurisprudencia en la especialidad del derecho civil, indica que la 

inoponibilidad no requiere de la validez del negocio jurídico, muy por el contrario, algo 

que es ineficaz entre las partes (como en este caso la afiliación al RAIS), si se tenga como 

eficaz frente al tercero de buena fe (en este caso Colpensiones). Así se ha dicho que: 

“cuyo caso no le interesa que no lo alcancen los efectos de un negocio válido e 

incontrovertible entre las partes, sino todo lo contrario, esto es que se tenga como válido 

frente a su calidad de tercero un negocio jurídico que carece de eficacia entre los 

celebrantes”. 

 

Es decir, que la inoponibilidad en este caso frente a un negocio jurídico ineficaz permite 

que sus efectos se mantengan ante un tercero de buena fe, o en otras palabras para el 

caso concreto, que se mantengan los efectos de la afiliación al RAIS frente a 

Colpensiones, para lo cual, se probará el desmedro patrimonial que sufre la reserva 

pensional del RPM en caso de resultarle oponible la ineficacia de los traslados 

irregulares al RAIS. 

 

Por lo tanto, la decisión judicial de declarar la ineficacia de traslado, repercute, en que 

se crea de manera injustificada y desproporcionada una obligación (con efectos 

patrimoniales) en cabeza de Colpensiones, quien administra los aportes de miles de 

pensionados y afiliados, y dicha medida para restablecer los derechos del afiliado, no 

pasaría el segundo criterio de la “necesidad”, toda vez que si existen otros medios 

menos lesivos para mantener los derechos del afiliado, y es que quien se deba hacer 

cargo de las prestaciones económicas que se deriven de la ineficacia sea la AFP, quien 

ha administrado dichos recursos y ha generado los respectivos rendimientos, así 

mismo, al ponderar los bienes jurídicos en tensión, se podría demostrar que poner en 

cabeza de Colpensiones dicha responsabilidad, tiene un impacto más lesivo para la 

sostenibilidad financiera del sistema, evaluando diferentes variables, tales como: (i) que 

Colpensiones es la única administradora del RPM, que alberga un mayor número de 

pensionados cuyas prestaciones se reconocen con subsidio de las arcas del Estado, de 

forma tal, que se estaría solventado con estos recursos, el desmedro económico 

ocasionado por particulares (AFP). 

 

Así pues, en caso contrario a los antes mencionado, se debe evaluar por los jueces la 

proporcionalidad de la medida que se adopta con la ineficacia del traslado, y ponderar 

los bienes jurídicos en tensión, para adoptar otra medida, consistente en que sea la AFP 

quien asuma las cargas económicas, o que los dineros que se trasladen al RAIS, los 

devuelvan conforme a un estudio actuarial que determine que con ellos se cubre en su 

integridad la prestación en los términos actuariales previstos para el RPM. Ya que se  
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pone en riesgo el derecho a la seguridad social de un mayor número de afiliados y 

pensionados. 

 

Así lo dejo sentado en reciente pronunciamiento de fecha 10 de agosto de 2022 el 

Magistrado del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Risaralda JULIO CESAR SALAZAR 

MUÑOZ donde aclaró su voto dentro del proceso radicado 66001310500520200019001 

señalando: 

“Tal como lo he venido sosteniendo desde hace ya algún tiempo, a mi 

juicio se viene cometiendo un grave error jurídico en esta clase de 

procesos, pues se accede a declarar la ineficacia de los traslados sin 

considerar y valorar que con ello se impone a Colpensiones la carga 

económica que representa aceptar, ad portas de adquirir el derecho 

pensional, como sus afiliados a aquellos que a última hora se dan cuenta 

que su pensión en el RPM sería superior a la que obtendrían en el RAIS, 

sin percatarse que, si en efecto hubo un engaño u omisión en la 

información para lograr el traslado por parte de la AFP privada, es ésta 

quien debe proceder al resarcimiento del eventual daño o perjuicio que 

con ello haya generado”. 

“Lo anterior es así porque de acuerdo con nuestro ordenamiento jurídico 

la acción que en realidad responde a la situación fáctica planteada por 

los demandantes no es otra que la de responsabilidad prevista en el 

artículo 10 del decreto 720 de 1994, en la que a quien corresponde 

comprobar que actuó conforme a derecho –dando toda la información 

que requerida en su momento para conseguir el traslado de los afiliados- 

es a la vez quien, de no conseguir dar claridad al respecto, puede llegar 

a ser condenada al pago del perjuicio que se demuestre que con ello 

causó”. 

“La norma no me deja duda alguna de que los errores u omisiones en la 

información que dieron las AFP pudieron causar daños a los afiliados que 

decidieron trasladarse, pero que la consecuencia jurídica de esas 

equivocaciones no corresponde trasladarla a Colpensiones, pues es claro 

el texto en determinar que la responsabilidad que se compromete es la 

de la AFP privada” 

En ese sentido, el Juez Laboral no podría acceder a las pretensiones de la demanda y 

condenar en costas, intereses moratorios o por cualquier otra pretensión subsidiaria a 

Colpensiones toda vez que no participó en el acto que se declara nulo y/o ineficaz, y el 

sustento de la decisión guarda relación con una conducta desplegada por un tercero  
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ajeno a la Administradora del Régimen de Prima Media. 

 

Teniendo en cuenta las consideraciones anteriores el demandante no podría ser afiliado 

al RPMPD, por estar prohibido de acuerdo a la norma previamente citada, la cual fue 

declarada exequible mediante sentencia C-1024 de 2004 de la honorable Corte 

Constitucional, siendo considerada como una medida adecuada, proporcionada y 

necesaria que busca un fin constitucionalmente legitimo: El de evitar la 

descapitalización del fondo común del régimen solidario de prima medida con 

prestación definida, déficit que se produciría si se permitiera que las personas que no 

han contribuido al fondo común pudiesen trasladarse de régimen cuando llegasen a 

estar próximos a acceder a la edad mínima requerida para el reconocimiento de la 

pensión de vejez. 

 

En razón a ello no podría alegar un desconocimiento de la norma pues las repercusiones 

o condiciones del RAIS le son de total aceptación, ya que el desconocimiento de la norma 

no la exime de cumplirla, y en caso de su posible descuido o abandono sobre su 

obligación de informarse, no puede acarrear una nulidad del acto jurídico válidamente 

celebrado.  

En ese orden de ideas, vale decir que solo hasta el año 2017 La Corte Suprema en la 

sentencia SL 17595 de 2017 señaló que existe un deber de entregar información a la 

medida de la asimetría que se ha de salvar entre un administrador experto y un afiliado 

lego.  

De otro lado, es válido también indicar que existen actividades que dan cuenta de un 

verdadero entendimiento de la afiliada, que, en sí obedecen a las obligaciones de todo 

vinculado al sistema pensional, como son: (ver: SL413-2018 C.S.J.) Solicitar información 

de saldos, Actualizar datos, Asignar y cambiar claves, por mencionar algunos actos de 

relacionamiento con la entidad que pueden denotar el compromiso serio de pertenecer 

a ella.  

Además de lo anterior, es claro que la ley colombiana ordena que toda obligación tiene 

una causa, pero cuando esta se ha satisfecho se extingue y por lo tanto no da lugar a 

una reclamación por lo mismo. De conformidad con los argumentos de las anteriores 

expresiones no le asiste legitimidad a la parte demandante para invocar la acción 

instaurada, por el simple hecho de no reunir los requisitos que la ley señala para adquirir 

el derecho. 

De otra parte, no puede pretender el demandante que, como consecuencia de esa 

declaratoria de ineficacia, sea trasladado nuevamente al régimen de prima media con 

prestación definida, como quiera que la norma señala la edad hasta la que se permite  
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realizar el cambio, en consecuencia, el hecho de declarar dicha pretensión, 

desestabilizaría el sistema de mi representada y dejaría el campo abierto a que personas 

con su mismo supuesto de hecho, y que no se encuentran conformes con el valor de la 

pensión en el régimen de ahorro individual, soliciten la ineficacia o nulidad de su traslado 

alegando supuestos engaños, para lograr que se ordene el reconocimiento de su 

pensión en el régimen de prima media. 

En este mismo sentido, la Honorable Corte Constitucional a través de sentencia T- 

211/2016 ha manifestado: 

“…En consecuencia, la modificación hecha al literal e) del artículo 13 de la Ley 100 de 

1993, por el artículo 2 de la Ley 797 de 2003 estableció los siguientes cambios en 

materia de traslado de régimen: por un lado, i) amplió el término para trasladarse de 

régimen pensional de 3 a 5 años y, por otro lado, ii) incorporó la prohibición de 

traslado cuando al afiliado le faltaren 10 años o menos para cumplir el requisito de 

la edad exigido para acceder al derecho a la pensión. Dicha prohibición se 

implementó con el objetivo de mantener la sostenibilidad financiera del sistema y 

evitar que personas que estando en el régimen de ahorro individual con solidaridad 

próximos a pensionarse, decidieran trasladarse al régimen de prima media para 

acceder a la pensión conforme a las reglas propias de este régimen". 

Según la Sentencia SU-062 de 2010 de la Corte Constitucional, sólo quienes tienen 15 

años o más de servicios cotizados a 1° de abril de 1994, pueden trasladarse “en cualquier 

tiempo” del régimen de ahorro individual al régimen de prima media, con el fin de hacer 

efectivos los beneficios del régimen de transición. Para tal efecto, deberán trasladar a 

este todo el ahorro que hayan efectuado al régimen de ahorro individual, el cual no 

podrá ser inferior al monto total del aporte legal correspondiente en caso de que 

hubieren permanecido en el régimen de prima media. De no ser posible tal equivalencia, 

dentro de un plazo razonable, tienen la posibilidad de aportar el dinero que haga falta, 

equivalente a la diferencia entre lo ahorrado en el régimen de ahorro individual y el 

monto total del aporte legal correspondiente en caso de que hubieren permanecido en 

el régimen de prima media. 

Con lo anterior, queda claramente demostrado que no le asiste derecho a la parte 

actora, el solicitar el cambio de régimen, toda vez que en la actualidad cuenta con 56 

años de edad y en el caso de los hombres corresponde a 62 años y de acuerdo a la 

norma, sólo podía solicitar dicho cambio de régimen hasta antes de sobrepasar la edad 

de 52 años, lo que la ubica a todas luces por fuera del margen que estipula la ley para 

solicitar un traslado de Régimen pensional. 
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Cabe recordar que COLPENSIONES actúa en aras de salvaguardar el principio de 

legalidad y de garantizar la transparencia de sus actuaciones para prevenir el detrimento 

patrimonial de la nación y velar por la integridad del tesoro público, en ese sentido, las 

decisiones adoptadas por la administración no pueden ser tomadas con ligereza, menos 

aún, sin la observancia de la legalidad formal y sustancial de los documentos que sirven 

como“…soporte para obtener el reconocimiento y pago de una suma o prestación fija o 

periódica, o como en este caso en particular; sobre el traslado de régimen para la 

obtención de una prestación. 

Por otro lado, En materia legal y jurisprudencial, el término ineficacia, se encuentra 

relacionado con los efectos jurídicos de existencia y validez que pueda generar un acto 

o negocio jurídico previamente establecido, por tanto, se manejan dos definiciones; en 

sentido estricto y en sentido amplio: 

“La ineficacia en sentido estricto se presenta en aquellos casos en los cuales la 

ley, por razones de diferente naturaleza, ha previsto que el acto no debe producir 

efectos de ninguna naturaleza sin que sea necesario la existencia de una 

declaración judicial en ese sentido.” 

“Bajo el concepto de ineficacia en sentido amplio suelen agruparse diferentes 

reacciones del ordenamiento respecto de ciertas manifestaciones de la voluntad 

defectuosas u obstaculizadas por diferentes causas. Dicha categoría general 

comprende entonces fenómenos tan diferentes como la inexistencia, la nulidad 

absoluta, la nulidad relativa, la ineficacia de pleno derecho y la inoponibilidad” 

(C-345/2017). 

Aterrizándolo al caso específico de traslado de régimen pensional, la ineficacia se 

encuentra ligada a la validez y el efecto jurídico que produce la aceptación del afiliado 

de pasar de un régimen pensional a otro, y las consecuencias jurídicas que se 

desprenden hacia el futuro una vez se dé la declaratoria de inexistencia de vínculo entre 

ellos, dentro de las cuales se encuentra incluida la nulidad. 

Al respecto la CSJ en sentencia SL 1421-2019, señaló respecto a la ineficacia que: 

“existirá ineficacia de la afiliación cuando quiera que i) la insuficiencia de la 

información afecte los intereses del afiliado en procura de reivindicar su derecho 

o el acceso al mismo; ii) no será suficiente la simple suscripción del formulario, 

sino el cotejo con la información brindada, la cual debe corresponder a la 

realidad; iii) en los términos del artículo 1604 del Código Civil corresponde a las 

Administradoras de fondos de pensiones allegar prueba sobre los datos 

proporcionados a los afiliados, (…)” 
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Desde otro punto, la nulidad en materia de traslado de régimen pensional ha venido 

siendo materializada como el efecto o consecuencia jurídica que genera la declaratoria 

de ineficacia de la vinculación o traslado de régimen pensional principalmente del 

régimen de prima media al régimen de ahorro individual, generando como consecuencia 

la conservación de los derechos de acceder a la prestación pensional por ser un derecho 

de rango constitucional, cuyo objetivo principal consiste en el “retorno al estado 

original, al momento en que se formalizó el acto anulado, mediante la restitución 

completa de las prestaciones que uno y otro hubieren dado o recibido, ha de valer el 

carácter tutelar y preservar situaciones consolidadas ya en el ámbito del derecho laboral 

ora en el de la seguridad social (…). (CSJ. SL 31989 de 2008). 

Como conclusión sobre estos conceptos, se evidencia que por su naturaleza no son 

equiparables entre sí; por cuanto la ineficacia hace referencia a la legalidad del acto de 

la vinculación y sus efectos hacia el futuro una vez sea declarada y por otra parte la 

nulidad se traduce simplemente en que el vínculo jurídico nunca nació a la vida jurídica. 

La Corte Suprema de Justicia en la sentencia SL 1688-2019, luego de realizar un recuento 

normativo, concluyó que “las AFP, desde su creación, tenían el deber de brindar 

información a los afiliados o usuarios del sistema pensional a fin de que estos pudiesen 

adoptar una decisión consciente y realmente libre sobre su futuro pensional”, y en 

aplicación de la teoría de la carga dinámica de la prueba, se ha invertido la carga 

probatoria, quedando en cabeza de los fondos de pensiones, la obligación de desvirtuar 

los supuestos alegados por los demandantes acerca de la suficiencia de la información 

suministrada al momento del traslado; exigencia probatoria que no ha podido ser 

acreditada por los fondos puesto que cuentan únicamente con los formularios de 

afiliación, conllevando que los fallos judiciales en la actualidad se expidan en contra de 

dichas entidades y de manera colateral afecten los intereses de Colpensiones. 

Por consiguiente, la posición jurisprudencial creó una situación ventajosa que favorece 

a los afiliados, puesto que su simple afirmación respecto a que el fondo no les brindó 

información precisa, clara y exacta, plasmada en una demanda interpuesta en cualquier 

tiempo, les viene permitiendo obtener el traslado al Régimen de Prima Media, sin que 

sea necesario que allegue el más mínimo elemento probatorio al interior del proceso, 

así como el hecho que afirme no haber firmado el formulario pues le habían falsificado 

la firma, situaciones que a todas luces requieren más que una simple aceptación. 

Sin embargo, la anterior posición no es de recibo de la totalidad de los Magistrados de 

la Corte Suprema de Justicia, por cuanto en reciente pronunciamiento dentro del 

radicado 68852, el Magistrado Jorge Luis Quiroz aclaró su voto, señalando: “…el acto de 

traslado, si bien impone un deber de información suficiente de parte de las 

administradoras, ello, per se, no exonera al afiliado del deber de concurrir  
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suficientemente ilustrado a la escogencia de su régimen pensional, de la cual 

dependerán sus expectativas económicas y de plazo para acceder a la prestación por 

vejez; como tampoco lo sustraen de la aplicación de la ley, para darle un tratamiento 

desigual, como si su capacidad para celebrar actos y contratos estuviera menguada 

frente a la definición de un acto de la mayor importancia, en la medida en que de su 

elección dependerán las condiciones de cubrimiento de las contingencias, amparadas 

por el sistema de seguridad social y en particular la de vejez.” 

Agregó el magistrado Quiroz que la condición del promotor de la acción de nulidad 

merece una especial atención, pues “(…) no es lo mismo que el ex ministro de hacienda 

que participó en la construcción de las reglas acuda a solicitar la nulidad, frente a la 

solicitud que haga un iletrado campesino cuya imposibilidad de leer lo haya llevado a un 

traslado de régimen y pretenda su nulidad por vicio del consentimiento.” 

 

Hasta el año 2016, los fondos privados cuentan exclusivamente con el consentimiento 

vertido en el formulario de afiliación, para probar el conocimiento y asentimiento del 

afiliado respecto del traslado, por cuanto las leyes que surgieron entre el año 1994 y 

2016 no exigían nada diferente al documento de afiliación donde constaba la plena 

intención de pertenecer al Régimen de ahorro individual con solidaridad. En 

consecuencia, imponer cargas adicionales a las previstas en las leyes de la época se 

constituye en una situación de carácter imposible. 

Ahora bien, la Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Laboral con M.P. el Doctor 

José Prada Sánchez, a través de la sentencia SL812-2022 Radicación No. 85440, 

estableció:    

“La asimetría que se presenta en la relación AFP-usuario, no puede servir de 

excusa para que el sistema tenga que asumir las consecuencias del vaivén de los 

acontecimientos de la vida personal de los segundos; desde luego, siempre que 

la entidad haya cumplido con la carga de información mencionada y 

ampliamente explicada por la jurisprudencia de la Corte.  

Conviene no desapercibir que, sobre el particular, en fallo CSJ SL12136-2014, 

reiterada en la CSJ SL5174-2021, la Sala expresó: «Es evidente que cualquier 

determinación personal de la índole que aquí se discute, es eficaz, cuando existe 

un consentimiento informado».” – Subrayado fuera de texto.  

 

En Sentencia SU-107 de 2024 emitida por la Corte Constitucional, se estableció:  
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“La Corte Constitucional consideró que el precedente implementado por la Corte 

Suprema de Justicia es desproporcionado en materia probatoria y con ello viola 

el derecho constitucional al debido proceso en los casos en los cuales se discute 

la ineficacia del traslado de los afiliados del RPM al RAIS por problemas de 

información ocurridos entre 1993 y 2009. La Corte consideró que de conformidad 

con la Constitución y la ley procesal no se pueden imponer cargas probatorias 

imposibles de cumplir para ninguna de las partes (ni al afiliado, ni a la AFP), así 

como no se puede despojar al juez de su papel de director del proceso, de su 

autonomía judicial para decretar y practicar todas las pruebas que sean 

necesarias, pertinentes y conducentes para analizar las pretensiones o las 

excepciones propuestas y de su facultad para conforme a las reglas de la sana 

crítica valorar las pruebas con el objeto de resolver los casos de ineficacia de 

traslados de los afiliados del RPM al RAIS.   

Para tal efecto, en los procesos en los cuales se pretenda declarar la ineficacia de 

un traslado de un afiliado del RPM al RAIS deben tenerse en cuenta, de manera 

exclusiva, las reglas contenidas en la Constitución Política, en el Código Procesal 

del Trabajo y de la Seguridad Social y en el Código General del Proceso. En tal 

virtud, conforme a ellas, al juez corresponderá, seguir cuando menos las 

siguientes directrices: (i) decretar todas las pruebas pedidas por las partes que 

sean pertinentes y conducentes o las que de oficio sean necesarias; (ii) valorar 

por igual todas las pruebas decretadas y practicadas, de manera individual y en 

su conjunto con las demás, inclusive los indicios, que le permitan determinar el 

grado de convicción que aquellas ofrecen sobre los hechos ocurridos y el 

conocimiento del afiliado sobre las consecuencias del traslado; (iii) no será 

posible aplicar como único recurso la inversión de la carga de la prueba. La Corte 

determinó extender efectos inter pares a las reglas de modulación del precedente 

de la Sala de Casación Laboral. 

Ante la carga probatoria desproporcionada, una cantidad importante de 

personas se han traslado al RPM, pasando por alto las reglas normales de 

traslado entre regímenes establecidas en el artículo 2 de la Ley 797 de 2003, con 

lo cual, se afecta la sostenibilidad financiera del RPM en un grado importante.” – 

Subrayado fuera de texto.  

En ese sentido, es claro que el RPM administrado por COLPENSIONES no debe asumir 

con los resultados de una nulidad o ineficacia sobre un traslado completamente libre, 

absolutamente consciente y sobre todo integralmente voluntario desplegado por el 

demandante, sobre el cual la Administradora de Fondo de Pensiones demandada y 

perteneciente al RAIS de conformidad con lo probado en el traslado de la demanda,  
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desempeñó toda la carga reglamentaria impuesta para que el consentimiento del actor 

estuviese libre de cualquier vicio que pudiese anular su traslado.      

Por lo anterior, no es posible declarar la nulidad e ineficacia del traslado, toda vez que 

en la actualidad el señor NAIRO JOSE REYES CORREA, se encuentra por fuera del rango 

amparado por la ley para trasladarse de un régimen pensional a otro, además de ello 

por disposición taxativa del Decreto 3995 de 2008, atendiendo que el demandante está 

vinculado al RAIS desde el año 1996, según consulta realizada en el RUAF, quiere ello 

decir que corresponde a éste permanecer vinculado al régimen que actualmente es su 

fondo pensional y sea este quien se encargue de resarcir los posibles perjuicios 

ocasionados a la demandante, en este punto es relevante hacer mención de la Sentencia 

SL 3491 de 2022 emitida por honorable Corte Suprema de Justicia, en donde esta alta 

corte estableció:  

“Lo anterior no significa, tal como se destacó en la providencia citada, que la 

eventual conculcación a los derechos pensionales de los ciudadanos quede sin 

mecanismos de reparación; pues como lo ha adoctrinado esta corporación, los 

afectados pueden demandar la reparación o la indemnización de perjuicios a 

cargo de la AFP que incumplió su deber de información, (CSJ SL3535-2021).  

Así las cosas, podemos partir de la presunción que la afiliación hecha a la AFP 

PROTECCIÓN S.A. y AFP COLFONDOS S.A., se realizó de manera libre y espontánea y 

como quiera que la parte demandante, no logra acreditar con las documentales 

obrantes en el expediente, que su consentimiento haya sido viciado, se considera que 

la ineficacia de traslado de régimen pensional solicitado en esta demanda no se 

encuentra llamada a prosperar.  

 

Ahora bien, en caso de que las pretensiones sean acogidas por el director del proceso, 

es importante que la autoridad judicial considere que las obligaciones a cargo de 

Colpensiones se encuentran sujetas a condición, es necesario que en el resuelve de la 

decisión judicial se especifique que la obligación de Colpensiones queda sujeta a 

condición hasta tanto no se cumpla con las obligaciones a cargo de la AFP del RAIS, en 

la medida que en un primer momento depende de la gestión a cargo de dichas AFP 

anular el traslado del demandante afiliado en el SIAFP, sin lo cual, la persona no queda 

válidamente afiliada a Colpensiones; y en un segundo momento, queda sujeta a la 

debida devolución de aportes y migración de información por parte de las AFP hacia la 

administradora del RPM. 

 

Dicho lo anterior, es importante tener en cuenta lo siguiente: 

 

mailto:utquipagroup@gmail.com


 

Dirección calle 22 No. 15-75 Of. 301 Sincelejo – Sucre – Teléfonos: 3008381451 – 320667508 
Mail. utquipagroup@gmail.com  

 

 

• No es posible que Colpensiones tenga nuevamente como afiliado al demandante 

hasta tanto la AFP no haya anulado la afiliación al RAIS en el aplicativo MANTIS y 

se haya normalizado el estado de afiliado en el SIAFP.  

• Colpensiones no puede cargar semanas e información en la historia laboral, 

hasta tanto la AFP no haya: i) pagado debidamente discriminados los conceptos 

ordenados en el fallo y ii) trasladado la información necesaria en debida forma y 

sin errores para realizar la imputación de aportes a la historia laboral, a través de 

la entrega del archivo con el detalle de aportes.   

• Es importante que en el fallo se especifique que la última AFP a la que perteneció 

el demandante es la encargada de pagar todos los emolumentos ordenados en 

el fallo, incluyendo los gastos de administración, puesto que algunos Fondos se 

han negado al pago de esta obligación alegando que el demandante perteneció 

a varias AFP’S que en su momento cobraron las comisiones por administración, 

por lo que en tal caso lo viable es que se le asigne al último Fondo la facultad de 

recobro de dicho concepto.   

• De igual manera, es necesario precisar que el pago se debe realizar 

discriminando el valor que corresponde a cada concepto, por cuanto el pago de 

una suma única totalizada impide establecer si cada concepto fue satisfecho en 

debida forma.   

 

En ese sentido, suplico al director del proceso tener en cuenta todos los trámites 

administrativos previos que se deben realizar entre los fondos, pues COLPENSIONES solo 

puede actualizar la historia laboral del señor ANDRES FIGUEROA RODRIGUEZ una vez la 

AFP Colfondos S.A., efectivamente realice la devolución de los aportes, diligencia que no 

se ejecuta inmediatamente se emite la sentencia, adicional, de conformidad con la 

Sentencia SL 3136 de 2022 M.P. Dra. Dolly Amparo Caguasango Villota, emitida por la 

Corte Suprema de Justicia el pasado 30 de agosto de 2022, se estableció:  

 

“En razón a la ineficacia del traslado al RAIS, que aquí se declarará, también será 

necesario que Porvenir S. A. le devuelva los valores por concepto de frutos, 

rendimientos financieros, bonos pensionales que llegaron a ese fondo en los 

períodos en que estuvo afiliado el demandante; igualmente devolverá a 

Colpensiones el porcentaje cobrado por comisiones, gastos de administración y 

primas de seguros previsionales de invalidez y sobrevivencia, y el porcentaje 

destinado al fondo de garantía de pensión mínima, debidamente indexados y con 

cargo a sus propios recursos, durante el tiempo en que el actor estuvo afiliado a 

esa administradora. Al momento de cumplirse esta orden, los conceptos deberán 

aparecer discriminados con sus respectivos valores, junto con el detalle  
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pormenorizado de los ciclos, IBC, aportes y demás información relevante que los 

justifiquen (CSJ SL3803-2021 reiterada en CSJ SL4334-2021 y CSJ SL1497-2022).” 

 

Esto con el objetivo de no afectar la reserva pensional del Régimen de Prima Media 

administrado por COLPENSIONES, entidad que administra los recursos de miles de 

afiliados y pensionados del sistema general de pensiones.  

 

Por lo anterior me opongo a todas las pretensiones y con el objeto de sustentar las 

razones de la defensa, me permito proponer las siguientes EXCEPCIONES a efectos que 

se declaren probadas: 

 

VI. EXCEPCIONES DE MÉRITO O PERENTORIAS. 

Con apoyo en los hechos de la defensa y pruebas, ruego declare probadas las excepciones 

de fondo que se plantearan y consecuencialmente se desestimen las pretensiones de la 

demanda. 

6.1. INOPONIBILIDAD DE LA RESPONSABILIDAD DE LA AFP ANTE COLPENSIONES. 

 

Entendida la inoponibilidad (mecanismo protector), como la ineficacia de un acto o la 

ineficacia de una nulidad frente a terceros. Es decir, que la ineficacia o nulidad, resultaría 

inoponible frente a terceros de buena fe como en este caso Colpensiones, a la par que la 

figura de la inoponibilidad constituye un mecanismo protector del derecho a la seguridad 

jurídica, que en el caso de Colpensiones se consolida por el tiempo en que aquellos 

afiliados permanecieron en el RAIS, aunado a que la seguridad jurídica que se deriva de 

la inoponibilidad pretende proteger intereses patrimoniales de terceros, que en este 

caso, tienen alcance frente al principio de sostenibilidad financiera del sistema y 

planeación de la reserva pensional. 

 

De la misma manera, la Sala de Casación Civil, ha definido la inoponibilidad como aquella 

que “valora la confianza razonable de los terceros de buena fe en aquellos negocios que 

se presentan objetivamente como válidamente celebrados”, raciocinio, que a su vez se 

deriva del principio de relatividad de los negocios jurídicos, es decir, que solo se producen 

efectos respecto de quienes voluntariamente participan de aquél. 

 

Precisamente, la jurisprudencia en la especialidad civil, indica que la inoponibilidad no 

requiere de la validez del negocio jurídico, muy por el contrario, algo que es ineficaz entre 

las partes (como en este caso la afiliación al RAIS), si se tenga como eficaz frente al tercero  
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de buena fe (en este caso Colpensiones). Así se ha dicho que: “cuyo caso no le interesa 

que no lo alcancen los efectos de un negocio válido e incontrovertible entre las partes, 

sino todo lo contrario, esto es que se tenga como válido frente a su calidad de tercero un 

negocio jurídico que carece de eficacia entre los celebrantes”. Es decir, que la 

inoponibilidad en este caso frente a un negocio jurídico ineficaz, permite que sus efectos 

se mantengan ante un tercero de buena fe, o en otras palabras para el caso concreto, 

que se mantengan los efectos de la afiliación al RAIS frente a Colpensiones, para lo cual, 

se probará el desmedro patrimonial que sufre la reserva pensional del RPM en caso de 

resultarle oponible la ineficacia de los traslados irregulares al RAIS. 

 

Resulta también relevante indicar, que las entidades de Seguridad Social no solo se 

sujetan a la responsabilidad propia de los contratos de aseguramiento, sino que se ciñen 

a obligaciones de índole constitucional que trascienden como administradoras de un 

servicio público de seguridad social. En este caso, la responsabilidad de las AFP por la 

ineficacia de un traslado, no sólo se deben enmarcar a reparar el daño individualmente, 

sino que debe tener alcance frente a los daños indirectos que irradian o comprometen 

los derechos constitucionales de terceros, en razón de la reserva patrimonial de los 

pensionados y afiliados del RPM que se ven comprometidos con el desmedro que sufre 

la reserva pensional, y que, si bien es cierto, la jurisprudencia ha indicado que al afiliado 

no le es atribuible y por ende no se le exige la equivalencia económica de los aportes que 

se devuelven del RAIS al RPM, no es menos cierto, que tal reparo económico lo debe 

asumir quien ha causado el daño y por virtud de la operancia de la inoponibilidad. 

 

Por lo que solicito su señoría, se realice una ponderación al momento de declarar la 

ineficacia de traslado, toda vez que, repercute, en que se crea de manera injustificada 

y desproporcionada una obligación (con efectos patrimoniales) en cabeza de 

Colpensiones, quien administra los aportes de miles de pensionados y afiliados, y dicha 

medida para restablecer los derechos del afiliado, no pasaría el segundo criterio de la 

“necesidad”, toda vez que si existen otros medios menos lesivos para mantener los 

derechos del afiliado, y es que quien se deba hacer cargo de las prestaciones 

económicas que se deriven de la ineficacia sea la AFP, quien ha administrado dichos 

recursos y ha generado los respectivos rendimientos, así mismo, al ponderar los bienes 

jurídicos en tensión, se podría demostrar que colocar en cabeza de Colpensiones dicha 

responsabilidad, tiene un impacto más lesivo para la sostenibilidad financiera del 

sistema, evaluando diferentes variables, tales como: (i) que Colpensiones es la única 

administradora del RPM, que alberga un mayor número de pensionados cuyas 

pensiones se reconocen con subsidio de las arcas del Estado, de forma tal, que se estaría  
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solventado con estos recursos, el deterioro económico ocasionado por particulares 

(AFP). 

 

6.2. INEXISTENCIA DEL DERECHO RECLAMADO Y LA OBLIGACIÓN. 

 

No es procedente declarar la ineficacia y/o nulidad de la afiliación solicitada como quiera 

que el demandante en su sano juicio decidió afiliarse al Régimen de Ahorro Individual con 

Solidaridad – RAIS, y además no cumple con los requisitos establecidos en la Ley 797 del 

2.003, la cual en su artículo 2° contempla: 

 

“ARTICULO 2°. Se modifican los literales a), e), i), del artículo 13 de la Ley 100 de 

1993 y se adiciona dicho artículo con los literales l), m), n), o) y p), todos los cuales 

quedarán así: 

 

Artículo 13. Características del Sistema General de Pensiones. 

 

a) La afiliación es obligatoria para todos los trabajadores dependientes e 

independientes; 

 

e) Los afiliados al Sistema General de Pensiones podrán escoger el régimen de 

pensiones que prefieran. Una vez efectuada la selección inicial, estos sólo podrán 

trasladarse de régimen por una sola vez cada cinco (5) años, contados a partir de 

la selección inicial. Después de un (1) año de la vigencia de la presente ley, el 

afiliado no podrá trasladarse de régimen cuando le faltaren diez (10) años o menos 

para cumplir la edad para tener derecho a la pensión de vejez”. – Subrayado fuera 

de texto.   

 

El demandante tal y como se desprende de la Historia Laboral no cumple con el primer 

requisito de estar afiliado por cinco (05) años en el Régimen de Prima Media con 

Prestación Definida, administrado por mi representada, además hoy el demandante 

cuenta con 56 años de edad (tal como se desprende de su cédula de ciudadanía), solicita 

a mí representada el regreso nuevamente al régimen prima media con prestación 

definida, pero no cumple con la exigencia señalada en la Ley 797 de 2.003, atribuyéndole 

que se encuentra inmerso en la excepción legal, puesto que en el presente el actor está 

próximo a cumplir con el requisito de la edad para adquirir el derecho a la pensión de 

vejez. Además, tampoco cotizó al Régimen de Prima Media con Prestación Definida los 

quince (15) años de cotización establecidos por vía jurisprudencial de acuerdo a la  
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sentencia SU 130 del 2.013 de la Corte Constitucional, Magistrado Ponente Gabriel 

Eduardo Mendoza Martelo, en la que se contempla el traslado de Régimen en cualquier 

tiempo siempre y cuando hubiesen cotizado al sistema quince (15) años de servicios, 

taxativamente establece:  

 

“11.2.3. Acorde con lo anterior, se advierte que el actor, si bien es cierto no cuenta 

con 40 años o más de servicios cotizados a 1° de abril de 1994, sí registra para esa 

misma fecha 15 años o más de servicios cotizados, lo que se traduce en más de 

750 semanas, para ser beneficiario del régimen de transición. En ese contexto, y 

bajo los parámetros fijados por los incisos 4° y 5° del artículo 36 de las Ley 100/93, 

tal y como los mismos fueron interpretados por la Corte en la Sentencias C-789 de 

2002 y C-1024 de 2004, es claro que el traslado que en alguna oportunidad realizó 

el actor al régimen de ahorro individual con solidaridad, no generó en él la pérdida 

del régimen de transición.  

 

11.2.4. En consecuencia, su traslado del régimen de ahorro individual con 

solidaridad al régimen de prima media con prestación definida, manteniendo los 

beneficios del régimen de transición, sí es procedente, aun cuando le faltan cuatro 

años para cumplir la edad para tener derecho a la pensión de vejez, pues como se 

indicó en la parte considerativa de esta providencia, a quienes cumplen con el 

requisito de tiempo de servicios cotizados, no aplica la prohibición contenida en el 

literal e) del artículo 13 de la Ley 100/93, es decir, que su traslado puede efectuarse 

“en cualquier tiempo”.” 

 

6.3. COBRO DE LO NO DEBIDO.  

 

Propongo la presente excepción, con fundamento en el artículo 31 del Código Procesal 

del Trabajo y de la Seguridad Social, modificado por el artículo 18 en su numeral 6° de la 

Ley 712 de 2.001, en atención a que se pretende el traslado de régimen pensional y costas 

por parte del demandante.  

 

Es necesario tener en cuenta que, al demandante no le asiste el pago de costas y agencias 

en derecho por parte de mi representada, dado que COLPENSIONES ha resuelto su 

solicitud de forma oportuna y de conformidad a la normatividad vigente que regula el 

tema en cuestión. 

 

Toda vez que Colpensiones no participó en el acto en que se declararía nulo y/o ineficaz, 

y el sustento de la decisión guarda relación con una conducta desplegada por un tercero  
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ajeno a la Administradora del Régimen de Prima Media y al no existir obligación alguna a 

cargo de mi mandante y a favor del demandante, se está demandando el pago de algo 

que no se le adeuda. 

 

6.4. PRESCRIPCIÓN.   

 

Con fundamento en los artículos 488 del C.S.T. y 151 del C.P.L. y SS, solicito se decrete la 

prescripción de las pretensiones incoadas en la demanda, sin que implique aceptación de 

lo deprecado por la demandante.  

 

En relación a este tema, el Magistrado Jorge Luis Quiroz dentro de la aclaración de voto, 

proceso radicado 68852, señaló: 

 

“En cuanto a la prescripción de las acciones, considero importante refrendar la diferencia 

del derecho pensional y el predicado de su imprescriptibilidad, para recordar que el 

estatus de pensionado se adquiere por mandato de la ley en el momento en que se 

cumplen los requisitos previstos en ella, condición que el 6 Código Procesal del Trabajo y 

de la Seguridad Social 7 Código Sustantivo del Trabajo. beneficiario solo pierde con la 

muerte, hecho que a su vez habilita el traslado del derecho a los beneficiarios. Ese estatus 

de pensionado es el que hace predicable la imprescriptibilidad del derecho. En lo que se 

refiere al momento en que el interesado reclama la pensión, como reiteradamente lo ha 

dicho esta Sala, sí opera el fenómeno prescriptivo frente a las mesadas pensionales, 

aplicando los términos previstos en los artículos 488 del C.S.T. y 151 del C.P.L. 

 

El fenómeno de la prescripción, como lo ha resaltado esta Sala, es asunto medular en un 

Estado de derecho, en la medida en que determina la seguridad jurídica de los actos y los 

contratos permitiendo a los celebrantes liberarse definitivamente de sus obligaciones, 

haciendo que cobren firmeza sus expresiones de voluntad, convirtiendo el fenómeno 

prescriptivo en una figura de orden público, lo que hace que la regulación de los términos 

para su ocurrencia tenga origen legal, de manera que sería excepcional que la fijación de 

un término prescriptivo tuviera origen en una interpretación judicial. 

 

Bastaría preguntarse qué seguridad jurídica tendría el ciudadano, al que se le impone que 

su acreedor tiene acciones imprescriptibles y que luego de satisfecha la obligación, en 

cualquier momento de la vida en que a éste se le ocurra, pueda cuestionar la forma en 

que se satisfizo la obligación. 
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El escenario de las obligaciones pensionales no tiene porqué sustraerse a esa regla de oro, 

por el contrario, en aras de cumplir el mandato constitucional de su sostenibilidad 

financiera, impone que en algún momento el reconocimiento de los derechos pensionales, 

adquieran firmeza y ofrezcan certeza al deudor de que su obligación está satisfecha, sobre 

todo cuando de por medio está un interés superior y colectivo, representado en el 

cumplimiento del principio antes enunciado, que se constituye en un factor que permite 

los fines de la seguridad social y los nobles objetivos de cobertura y mejoramiento de las 

condiciones de quienes salen del mercado laboral por su edad, ya que de nada serviría su 

implementación en el papel, sin una fuente que permita su sostenibilidad económica. 

 

Estas razones, también serán determinantes al momento de definir pretensiones de 

nulidad de traslado, pues habrá de tenerse en cuenta de qué forma se afectan los plazos 

previstos por el legislador y en cada caso en particular, si operó o no la prescripción y 

desde que momento debe contarse”. 

 

Conforme lo explicado, no resulta consecuente que los afiliados al sistema general de 

pensiones puedan solicitar en cualquier tiempo, que se declare la ineficacia del traslado 

entre regímenes pensionales. 

 

6.5. COMPENSACIÓN. 

 

Muy respetuosamente, solicito se declare la excepción de compensación, sin que 

implique aceptación de las pretensiones incoadas en la demanda. 

 

6.6. INOMINADAS Y GENERICAS. 

 

Además de las anteriores propongo la excepción genérica del artículo 282 del Código 

General del Proceso, que a letra dice: 

 

“Artículo 282. Resolución sobre excepciones. En cualquier tipo de proceso, cuando 

el juez halle probados los hechos que constituyen una excepción deberá 

reconocerla oficiosamente en la sentencia, salvo las de prescripción, 

compensación y nulidad relativa, que deberán alegarse en la contestación de la 

demanda.” 

 

Aplicable por analogía al procedimiento laboral, tal como lo ordena el artículo 145 del 

C.P.T y de la S.S.  En virtud de tales normas, el Despacho se servirá declarar todas  
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aquellas excepciones que el trámite procesal demuestre procedentes, en beneficio de 

mi representada. 

 

VII. FUNDAMENTO DE DERECHO. 

Como fundamento legal dentro del presente proceso invoco, las disposiciones aplicables 

de: Constitución Política de Colombia, en sus artículos 1°, 2°, 25°, 29°, 48°, 49° y 53°. Ley 

100 de 1.993 en sus artículos 13°, 36°, 33°. Código Sustantivo del Trabajo en su artículo 

488.  Código Procesal Laboral y de la Seguridad Social en sus artículos 145 y 151. Ley 1748 

del 2.014 y el Decreto 2071 del 2.015. 

 

VIII. APOYO JURÍSPRUDENCIAL. 

Sentencia SL17595-2.017 del 18 de octubre 2.017. Sentencia SL1421-2019 de radicación 

No. 56174 del 10 de abril del 2.019. Sentencia SL373-2021 de radicación No. 84475 del 

10 de febrero de 2.021. Sentencia SL812-2022 de radicación No. 85440 del 16 de marzo 

de 2.022. Sentencia SL3491-2022 de radicación No. 86890 del 04 de octubre de 2.022. 

Sentencia C-086 de 2016 de la Corte Constitucional. Sentencia SU-130 de 2013 de la 

Corte Constitucional. Sentencia T-586 de 2012 de la Corte Constitucional. 

 

IX. PRUEBAS. 

Con todo respeto solicito al señor juez, decretar y practicar las siguientes pruebas 

documentales para que obren dentro del expediente en favor de mi representada: 

9.1. PRUEBAS DOCUMENTALES EN PODER DE COLPENSIONES: 

  

9.1.1. Historia laboral del demandante Nairo José Reyes Correa. 

9.1.2. RUAF del demandante.    

9.1.3. Expediente administrativo del demandante.   

  

9.2. PRUEBAS DOCUMENTALES EN PODER DE ADMINISTRADORA DE PENSIONES Y 

CESANTIAS DEL RAIS. 

 

PRUEBAS DOCUMENTALES QUE DEN CUENTA DE LA AFILIACIÓN AL RAIS: solicito 

al despacho que la AFP COLFONDOS S.A., y AFP PROTECCIÓN S.A., aporte con 

destino a la presente Litis, documentos que demuestren la afiliación del 

demandante. 
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9.3. SOLICITUD DE PRUEBAS. 

 

9.3.1. VERIFICACIÓN DE MORAS PATRONALES Y SOLICITAR SU VINCULACIÓN AL 

PROCESO: solicito al despacho que, si al verificar en la historia laboral de la 

demandante, existen periodos en mora ante la ADMINISTRADORA DE PENSIONES 

Y CESANTIAS DEL RAIS, con sus empleadores sean vinculados a la presente 

demanda a fin que sea resuelta la mora patronal de sus empleadores en caso que 

se declare la nulidad del traslado, toda vez que mi representada no puede asumir 

el cobro de estos aportes porque no fueron cotizados al fondo administrado por 

COLPENSIONES.  

 

9.3.2. CALCULO ACTUARIAL QUE INFORME EL VALOR POR PARTE DE LA AFP AL RPM 

RESPECTO AL 3% DE COBRO DE ADMINISTRACIÓN Y PRIMAS DE SEGUROS DE 

INVALIDEZ Y SOBREVIVENCIA: solicito muy respetuosamente al despacho, 

ordene que la ADMINISTRADORA remita el 3% DE COBRO DE ADMINISTRACIÓN Y 

PRIMAS DE SEGUROS DE INVALIDEZ Y SOBREVIVENCIA. 

 

9.3.3. PROSPECTIVA DE PENSIÓN DE LA DEMANDANTE EN EL RAIS (CALCULO): solicito 

muy respetuosamente al despacho, ordene que la AFP demandada. remita la 

prospectiva de pensión de la demandante. 

 

9.3.4. SOLICITUD DE HISTORIA LABORAL: con mi acostumbrado respeto solicito su 

señoría, se remita con destino al expediente la Historia Laboral de la demandante, 

en cada una de las AFP en que estuvo afiliado.  

 

9.4. INTERROGATORIO DE PARTE.  

 

Con todo respeto, solicito a su señoría decretar el interrogatorio de parte del señor 

NAIRO JOSÉ REYES CORREA, quien podrá ser notificada en el domicilio señalado en la 

demanda.   

 

OBJETO DE LA PRUEBA: Me permito manifestarle al señor juez, que el objeto de la 

presente prueba consiste en que la declarante manifieste al despacho la realidad 

respecto a los hechos y pretensiones de la demanda. 

 

X. ANEXOS. 

Los relacionados en el acápite de prueba.  
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XI. NOTIFICACIONES. 

La demandada COLPENSIONES recibirá notificaciones en la Sede Principal ubicada en la 

Carrera 10 No. 72 - 33 Torre B Piso 11 en Bogotá D.C., dirección de correo electrónico: 

notificacionesjudiciales@colpensiones.gov.co  

 

La suscrita en las direcciones electrónicas: utquipagroup9@gmail.com y   

utquipagroup@gmail.com  

 

La parte demandante recibirá notificaciones en el correo electrónico: 

nairoreyescorrea@gmail.com  

 

El apoderado de la parte demandante podrá ser notificado al correo electrónico: 

malejandra0815@gmail.com  

 

La parte demandada AFP Colfondos S.A., podrá ser notificada a su dirección electrónica: 

procesosjudiciales@colfondos.com.co  

 

La parte demandada APF Protección S.A., podrá se notificada en el correo electrónico: 

accioneslegales@proteccion.com.co – datospersonales@proteccion.com.co   

 

Manifiesto bajo la gravedad de juramento que dichas direcciones de notificaciones 

fueron las descritas en el acápite de notificaciones de la demanda.    

 

De usted; 

 

Atentamente, 

 

ADRIANA NIEVES ARZUAGA 

C.C. No. 1.065.642.000 de Valledupar 

T.P. No. 356.931 del C.S. de la J. 
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Bogotá D.C., 22 de abril de 2024                   Oficio BZ2024_7165762-
1063843

Juzgado de Circuito 011  Laboral de <Ciudad_Municipio>
Calle 40 N?? 44 - 80  Palacio de Justicia
<Ciudad_Municipio>, ATLANTICO

Asunto:  Poder Especial
Proceso:       Laboral Primera Instancia - 08001310501120240007800
Demandante:   NAIRO JOSE REYES <Segundo_Apellido>, Cédula de

ciudadanía 15028762
Demandado:    Administradora Colombiana de Pensiones - COLPENSIONES

Ingrid Carolina Ariza Cristancho, identificada con la cédula de ciudadanía N.º;
1098634433 de Bucaramanga en mi calidad de Directora de Procesos
Judiciales (A) de la Administradora Colombiana de Pensiones COLPENSIONES,
Empresa Industrial y Comercial del Estado con carácter financiero creada por la
ley 1151 de 2007, confiero a usted poder especial, amplio y suficiente,
Doctor(a)FREDY JESUS PANIAGUA GOMEZ, abogado(a) en ejercicio,
identificado(a) con la cédula de ciudadanía número 18002739 de , y portador
de la Tarjeta Profesional número  del C. S. de la J., para que en nombre y
representación de COLPENSIONES realice las actuaciones necesarias para la
defensa jurídica de esta Entidad.

El(la) apoderado(a) cuenta con facultades para conciliar, transigir y
efectuar la defensa judicial por medio de escritura pública, este
documento NO constituye poder de representación y su carácter es
netamente para el flujo en bizagi.

Atentamente,

Ingrid Carolina Ariza Cristancho
Directora de Procesos Judiciales (A.)
Administradora Colombiana de Pensiones – COLPENSIONES
CC 1098634433 de Bucaramanga

Acepto,
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FREDY JESUS PANIAGUA GOMEZ
T.P. No.  del C. S. de la J.



















 
   

 
 

FICHA DE CONCILIACIÓN JUDICIAL 

CÓDIGO: GDJ-GPO-FMT-
005 

VERSIÓN: 2 

FECHA: 26/11/2018 

 

TIPO DE CONCILIACIÓN  JUDICIAL 

FECHA DE LA DILIGENCIA 16 DE JULIO DE 2024 

RADICACIÓN EN BIZAGI 2024_7165762 

RADICACIÓN DEL PROCESO (23 DÍGITOS) 08001310501120240007800 

DEMANDANTE Y/O CAUSANTE NAIRO JOSE REYES CORREA C.C. 15028762 

EXPEDIENTE PENSIONAL NO APLICA 

AUTORIDAD QUE EFECTÚA LA CITACIÓN JUZGADO 011 LABORAL DE CIRCUITO DE BARRANQUILLA 

CADUCIDAD NO APLICA 

1. SÍNTESIS DE LOS HECHOS  
 

PRIMERO:  El señor NAIRO JOSE REYES CORREA, nació el 08 de septiembre de 1968, teniendo actualmente la edad 
de 55 años. Anexo: 1. 
 
SEGUNDO: El señor NAIRO JOSE REYES CORREA, fue afiliado al ISS hoy COLPENSIONES, en el mes de junio de 1991, 
según historia laboral. Prueba 1. Respuesta protección-Historial laboral. 
 
TERCERO: En el mes de julio de 1994, el demandante fue trasladado hacia el Régimen de Ahorro Individual con 
Solidaridad administrada por el Fondo De Pensiones y de Cesantías COLFONDOS, aportando 110.14 semanas de 
cotizaciones. Prueba 1. Respuesta protección-Historial laboral. 
 
CUARTO: El señor NAIRO JOSE REYES CORREA, refiere que el traslado de Colpensiones, en ese entonces el "ISS" a 
la AFP COLFONDOS, se realizó, sin recibir ninguna clase de asesoría técnica ni financiara, solo se limitó a la firma 
de un documento. 
 
QUINTO: El señor NAIRO JOSE REYES CORREA, afirma que fue convocado junto con sus compañeros de trabajo de 
ese entonces, por su empleador de la empresa "Excedentes Desechos Químicos Industriales S.A", y le manifestaron 
que un asesor de la AFP Colfondos, les estaría visitando a cada uno en sus lugares de trabajo para realizar el traslado 
de su pensión y que era la mejor decisión que podían optar. 
 
SEXTO: El señor NAIRO JOSE REYES CORREA, afirma que una asesora de COLFONDOS, la visitó en las instalaciones 
de la empresa donde él laboraba en ese entonces, entregándole un formulario de inscripción para su firma, 
argumentándole que el ISS estaba condenada a ser liquidada y a desaparecer debido al proceso de privatización 
de las entidades estatales en el país, por lo tanto, su dinero estaba seguro con su administradora privada y que su 
pensión sería liquidada por el mismo valor que el régimen de prima media. 
 
SEPTIMO: El señor NAIRO JOSE REYES CORREA, afirma que le prometieron "que se pensionaría antes de los 55 años 
de edad", y que, en cambio, en el ISS, "tenía que al menos esperar a llegar la edad de 57 años". 
 
OCTAVO: En la vigencia 2006, el demandante cambió de empleador y refiere que este le comunicó que debía 
afiliarse al Fondo De Pensiones y de Cesantías PROTECCION S.A., porque era la entidad donde se encontraban 
afiliados todos sus empleados y que un asesor le haría su afiliación. Prueba 1. Historial laboral expedido por 
protección. 
 
NOVENO: Desde el mes de febrero de 2006, el Fondo de Pensiones y de Cesantías PROTECCION S.A., viene 
recibiendo y administrando los aportes pensiónales del demandante hasta la fecha. Prueba 1. Historial laboral 
expedido por protección. 
 



 
DECIMO: El señor NAIRO JOSE REYES CORREA, afirma que no le fue suministrado ni por Colfondos ni por Protección, 
una información clara y precisa en orden a conocer las condiciones en que sería reconocida la pensión en el 
Régimen de Ahorro Individual, las consecuencias del cambio de régimen y las desventajas que traería dicho 
traslado. 
 
DECIMO PRIMERO: El señor NAIRO JOSE REYES CORREA, afirma que no se le explicó cuál era el monto del capital 
que debía ahorrar a efectos de cumplir con la expectativa pensional, mediante una proyección del valor económico 
de los aportes a través del tiempo y a hacia el futuro. 
 
DECIMO SEGUNDO: Refiere el demandante que posterior a dicha visita del asesor de PROTECCIÓN S.A., jamás fue 
citado a capacitaciones ni les fue entregado información donde se precisarán los términos económicos de la 
afiliación, que le permitirán ejercer su derecho de retracto, o la decisión de retirarse. 
 
DECIMO TERCERO: El demandante afirma que, si hubiese recibido una asesoría completa en torno a los puntos 
antes señalados, seguramente le habría permitido escoger libremente entre el fondo privado y la tradicional 
pensión de vejez que ofrece el ISS hoy COLPENSIONES. 
 
DECIMO CUARTO: Por lo anterior, a la Administradora De Pensiones y Cesantías Colfondos y Protección S.A. le son 
imputables los actos violatorios de la libre escogencia del fondo al cual ella deseaba pertenecer, pues fue 
trasladado con vicios de su voluntad. 
 
DECIMO QUINTO: El demandante cotizó 69.43 semanas para el extinto ISS hoy Colpensiones. Prueba 1. Historial 
laboral expedido por protección. 
 
DECIMO SEXTO: El demandante cotizo 110.14 semanas, en la Administradora De Fondos De Pensiones y De 
Cesantías Colfondos. Prueba 1. Historial laboral expedido por protección. 
 
DECIMO SEPTIMO: La Administradora De Fondos De Pensiones y De Cesantías PROTECCIÓN S.A., a la fecha se 
encuentra recibiendo y administrando los aportes pensiónales del demandante, para un total a la fecha de la 
presentación de esta demanda de 1096.71 de semanas cotizadas. Prueba 1. Historial laboral expedido por 
protección. 
 
DECIMO OCTAVO: El Instituto de Seguros Sociales ISS hoy COLPENSIONES, asumió una posición pasiva frente a las 
maniobras utilizadas por las administradoras de pensión privadas para arrebatarles sus afiliados. 
 
DECIMO NOVENO: Mediante solicitud con radicado No. 2024-2318999 del 06 de febrero de 2024, esta profesional 
del derecho mediante poder otorgado, solicito a la Administradora Colombiana De Pensiones (COLPENSIONES), el 
traslado del Régimen de ahorro individual, al de Régimen de Prima media con Prestación definida. Prueba 2- 
Negación Colpensiones. 
 
VIGESIMO: Como consecuencia del hecho anterior la Administradora De Pensiones (COLPENSIONES), rechazo el 
traslado del demandante manifestándole que "No es procedente dar trámite, por cuanto la información consultada 
indica que se encuentra a diez años o menos del requisito del tiempo para pensionarse". Prueba 2- Negación 
Colpensiones. 
 
VIGESIMO PRIMERO: La AFP PROTECCION S.A, en respuesta al derecho de petición de fecha 28 de febrero de 2024, 
relaciona: "De otro lado, a continuación, nos permitimos informarle, los siguientes valores respecto de la posible 
pensión que se le otorgaría en Protección, a la edad de hoy o Total de dinero depositado en la cuenta de ahorro 
individual: Aproximadamente $86.800.688, o Estado Civil: Casado o Edad del Calculo: 55 años. O valor del bono 
pensional: Aproximadamente $24.707.270. o Mesada pensional: N/A. No tiene el saldo suficiente para financiar 
una pensión hoy.” Prueba 1.  
 
VIGESIMO SEGUNDO: La AFP PROTECCION S.A, manifiesta que a fecha de hoy no tendría derecho a una pensión de 
vejez. NO hizo una proyección pensional a la edad de sus 62 años omitiendo información relevante al demandante 
como lo es el valor de su mesada pensional, generando una incertidumbre frente a su patrimonio pensional. Prueba 
1. 



 
VIGESIMO TERCERO: La AFP PROTECCION S.A, en respuesta al derecho de petición del 28 de febrero de 2024, niega 
el derecho al demandante a realizar el traslado a Colpensiones. 
 
“Consultadas nuestras bases de datos, se evidenció que el señor Correa se encuentra afiliado al Fondo de Pensiones 
Obligatorias administrador por Protección S.A. desde el 1° de diciembre de 1996, producto de un traslado desde 
Colfondos y su fecha de nacimiento es el 8 de septiembre de 1968. Teniendo en cuenta lo anterior, usted no cumple 
con los requisitos para realizar un traslado a Colpensiones ya que esta a menos de 10 años para cumplir la edad de 
pensión, 57 años mujeres y 62 años hombres.” Prueba 1.  
 

2.  PRETENSIONES 

 
PRIMERO:  DECLARESE LA INEFICACIA DE LA AFILIACION Y/0 TRASLADO DE RÉGIMEN, realizada en el Régimen de 
Ahorro Individual con Solidaridad, en el mes de julio de 1994, administrado inicialmente por la Administradora De 
Fondos De Pensiones y De Cesantías COLFONDOS y actualmente quien administra sus aportes pensiónales la 
Administradora De Fondos De Pensiones y De Cesantías PROTECCIÓN S.A., por el señor NAIRO JOSE REYES CORREA. 
 
SEGUNDO: Como consecuencia de lo anterior, DECLARESE que la única afiliación válida al Sistema de Seguridad en 
Pensiones del demandante, es la efectuada en el mes de junio de 1991, al ISS hoy Administradora Colombiana de 
Pensiones Colpensiones. 
 
TERCERO: Se DECLARE que la Administradora De Fondos De Pensiones y De Cesantías COLFONDOS S.A. y 
PROTECCIÓN S.A., incumplieron su deber de información, lo que ha generado un perjuicio al señor NAIRO JOSE 
REYES CORREA, al verse inmerso en una incertidumbre al momento de solicitar su pensión de vejez, quienes a la 
fecha de hoy no le informan si en el momento de cumplir con el requisito para solicitar su pensión, se le reconocería 
y si se pensionaría, cuanto sería el valor de su pensión. 
 
Teniendo en cuenta las declaraciones anteriores se realicen las siguientes: 
 
CONDENAS:  
 
PRIMERA: Que se ORDENE su traslado de manera inmediata al Régimen de Prima Media con Prestación Definida, 
Administrada hoy por COLPENSIONES. 
 
SEGUNDA: Que se CONDENE a la Administradora De Fondos De Pensiones y De Cesantías PROTECCIÓN S.A., (actual 
administrador de fondos del demandante) a trasladar los saldos, cotizaciones, bonos pensiónales, sumas 
adicionales, junto con sus respectivos frutos e intereses que se encuentra consignado en la cuenta de ahorros 
individual, del señor NAIRO JOSE REYES CORREA, así como también, las cuotas de administración debidamente 
indexadas a la Administradora De Régimen De Prima Media COLPENSIONES. 
 
TERCERA: ORDENAR a la Administradora Colombiana De Pensiones COLPENSIONES, recibir los saldos, cotizaciones, 
bonos pensiónales, sumas adicionales, junto con sus respectivos frutos e intereses, así como también las cuotas de 
administración debidamente indexadas, que les sean entregadas por la Administradora De Fondos De Pensiones y 
De Cesantías PROTECCIÓN S.A. 
 
CUARTA: Se condene a La Administradora De Fondos De Pensiones y De Cesantías PROTECCIÓN S.A., al pago de la 
INDEMNIZACION DE PERJUICIOS a favor del señor NAIRO JOSE REYES CORREA, de acuerdo al juramento estimatorio 
detallado en el libelo de esta demanda. 
 
QUINTA: ORDENESE el cumplimiento de la sentencia dentro del término establecido en el artículo 176 del CCA. 
 
SEXTA: CONDENESE en costas a las demandadas. 
 
SEPTIMA: SOLICITO que se dé aplicabilidad a la ley 1395 de 2010 al tenor del Artículo 115 que a letra dice: 
 
“ARTTCULO 115. Facúltese a los jueces, tribunales, altas cortes del Estado, Sala Disciplinaría del Consejo Superior 
de la Judicatura y de los Consejos Seccionales de la Judicatura para que cuando existan precedentes 



 
jurisprudenciales, conforme al artículo 230 de ¡a Constitución Política, el artículo 10 de la Ley 153 de 1887 y el 
artículo 4o de ¡a Ley 169 de 1896, puedan fallar o decidir casos similares que estén al Despacho para fallo sin tener 
que respetar el turno de entrada o de ingreso de ¡os citados procesos, conforme a lo señalado en el artículo 18 de 
la Ley 446 de 1998.” 
 
OCTAVA: SOLICITO se condene teniendo en cuenta el acervo probatorio de manera extra y ultra petita. 
 

3. CUANTÍA 

 
El apoderado de la parte demandante estimó que la cuantía supera los veinte salarios mínimos legales. 

  
4. PRESUNTAS NORMAS VIOLADAS – FUNDAMENTOS DE DERECHO 

 

• Constitucionales: artículos 2, 6, 48, 51 y 29. 

• Legales y normativos: Sentencia 1 881/02 - Artículo 13 - 797 de 2003- Decreto 692, 1994 

• La Corte Suprema de Justicia) profirió la siguiente sentencia (CSJ-E No. 31989. 2008). Ley 1328 (2009) 

• La Corte Suprema de Justicia (CSJ-46292- Decreto 656 de 1994 

• Ley 100 de 1993 - artículo 1603 del C.C - C.P. artículos 1°, 13, 46 v 48U231 (T-581, 2011).  

• Corte Constitucional en sentencia No. C-513 de 1994- el numeral 1 del artículo 97 del Estatuto Orgánico 
del Sistema Financiero - el artículo 9º de la Ley 1328 de 2009- Decreto número 2555 de 2010. 
 

5. ARGUMENTOS DE LA APELACIÓN 

 
No se ha emitido sentencia aún, y tampoco se ha formulado apelación alguna, pues tan solo se ha citado a la 
audiencia de conciliación, decisión de excepciones previas, saneamiento y fijación del litigio. 
  

6. SENTENCIA 

 
No se ha emitido sentencia aún, y tampoco se ha formulado apelación alguna, pues tan solo se ha citado a la 
audiencia de conciliación, decisión de excepciones previas, saneamiento y fijación del litigio. 

  
7. SOPORTE PROBATORIO OBRANTE EN EL EXPEDIENTE 

 
DOCUMENTALES: 
 
PRUEBAS 1: Contiene el archivo los siguientes documentos: Pdf: Respuesta protección - historia laboral. 
 
PRUEBAS 2: Contiene el archivo los siguientes documentos: Pdf oficio de negación al traslado expedida por 
Colpensiones. 
 
PRUEBAS 3: Contiene el archivo los siguientes documentos: Pdf: Certificado de afiliación expedida por 
Colpensiones. 
 
ANEXO 1: Contiene el archivo los siguientes documentos: Pdf Poder para actuar con el lleno de las formalidades 
del Decreto 806 de 2020. 
 
ANEXO 2: Contiene el archivo los siguientes documentos: Pdf pantallazo de recibido en buzón de correo electrónico 
del apoderado. 
 
ANEXO 3: Contiene el archivo los siguientes documentos: Pdf de Copia escaneada de la cédula de Ciudadanía del 
Demandante. 
 
ANEXO 4: Contiene el archivo los siguientes documentos: Pdf Copia escaneada de identidad y Tarjeta Profesional 
de abogado. 



 
 
ANEXO 5: Contiene el archivo los siguientes documentos: Pdf: certificado de representación Legal expedida por la 
Cámara de Comercio Colfondos. 
 
ANEXO 6: Contiene el archivo los siguientes documentos: Pdf: certificado de representación Legal expedida por la 
Cámara de Comercio Protección. 
 
ANEXO 7: Contiene el archivo los siguientes documentos: Pdf Pantallazo exportado del correo electrónico del envío 
de la Comunicación de presentación de demanda dirigido a Colpensiones enviado a sus buzones de correo 
electrónicos correspondientes- Decreto 806 de 2020. 
 
ANEXO 8: Contiene el archivo los siguientes documentos: Pdf Pantallazo exportado del correo electrónico del envió 
Comunicación de presentación de demanda dirigido a Colfondos - Protección, a sus buzones de correo electrónicos 
correspondientes- Decreto 806 de 2020. 
 

8. PLANTEAMIENTO DEL PROBLEMA JURÍDICO – HOMOLOGADO CON OBJETO CONCILIABLE 

 
La Litis del presente proceso se centra en determinar si el demandante señor NAIRO JOSE REYES CORREA le asiste 
o no el derecho a obtener por medio de sentencia judicial ejecutoriada la nulidad o ineficacia de su traslado 
realizado del RPMPD Administrado por el entonces ISS hoy Colpensiones al RAIS administrado por la AFP 
COLFONDOS S.A., en el año 1994 y el traslado horizontal realizado ante la AFP PROTECCIÓN S.A., para el año 1996,   
lo que conllevaría que las cotizaciones realizadas a este último régimen sean trasladadas al fondo de pensiones 
administrado por COLPENSIONES. 
  

9. ANÁLISIS DE LA CADUCIDAD 

No aplica. 

10. PRINCIPALES MOVIMIENTOS PROCESALES 

 
Admisión de la demanda: 09 de abril de 2024 
Notificación de la demanda: 16 de abril de 2024 
  

11. JURISPRUDENCIA O PRECEDENTE JUDICIAL 

 
La Honorable Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia  a través de sentencia judicial de fecha 
febrero Veintiuno (21) de 2018, en proceso con radicación No. 52704 M.P. CLARA CECILIA DUEÑAS QUEVEDO, se 
pronunció respecto al tema objeto de estudio en el presente proceso, indicando que resulta claro que dentro de 
las manifestaciones de la voluntad del afiliado de permanecer en  una A.F.P., se encuentra el diligenciamiento del 
formulario de afiliación, así como las acciones tendientes a consulta de saldo y el aportes por concepto de 
cotizaciones; manifestaciones que se evidencian en al caso que nos ocupa, por lo que se infiere la voluntad durante 
muchos años de permanecer afiliado al R.A.I.S. 
 
Sentencia SL 373 del 2021, magistrada ponente Dra. CLARA CECILIA DUEÑAS QUEVEDO, la cual moderó el 
precedente respecto a la posibilidad de materializar los efectos de la ineficacia, esto es, retrotraer las cosas al 
estado anterior, tratándose de demandantes que ya tienen una situación jurídica consolidada o adquirieron el 
estatus de pensionados en el régimen de ahorro individual. 
 
Al respecto, el Alto Tribunal de la especialidad laboral reflexionó que, al haberse adquirido la calidad de 
pensionado, se produce la imposibilidad de retornar al estatu quo ante, es decir, tal condición no puede deshacerse 
o desaparecer del plano jurídico, pues ello conllevaría a “disfuncionalidades que afectaría a múltiples personas, 
entidades, actos, relaciones jurídicas y por tanto derechos, obligaciones e intereses de terceros y del sistema en su 
conjunto.” 
 
Para soportar su tesis, la mencionada corporación razonó que no es posible revertir ciertos efectos económicos 
como el deterioro que sufre el capital que ya ha sido objeto de pago a través de mecanismos de financiación como 
los bonos pensionales y las cuotas partes de entidades contribuyentes, como consecuencia ineludible del pago de 



 
mesadas pensionales. En efecto, es irreparable la perdida de integridad del musculo financiero con que se respalda 
el pago de la prestación, por lo que forzar a través de una ficción jurídica la vuelta al estado anterior en que se 
encontraban las cosas, va en detrimento de los recursos de la Seguridad Social, bien sea que provengan de la 
Nación y/o demás entidades que deben contribuir al financiamiento del pasivo pensional. 
 
Sumado a lo anterior, se torna inviable la realización de los efectos de la ineficacia, por cuanto no es posible cesar 
los efectos jurídicos de las operaciones, contratos y actos que involucran a terceros como aseguradoras, entidades 
oficiales e inversiones, que según la modalidad pensional en que se encuentre el actual pensionado, hayan 
concurrido en la administración y gestión del riesgo financiero, entre otras muchas problemáticas de orden 
financiero, que ocasionarían un déficit económico entre los actores del sistema que han confluido en la gestión de 
los recursos a través de relaciones jurídicas válidamente suscitadas en el mundo jurídico del Sistema General de 
Pensiones, en cumplimiento de obligaciones y deberes contractuales que ya se encuentran consumados y 
perfeccionados con las consecuencias de orden legal y financiero que ello acarrea. 
 
Sentencia C-789 del 2002, magistrado ponente Dr. RODRIGO ESCOBAR GIL, “REGIMEN SOLIDARIO DE PRIMA 
MEDIA CON PRESTACION DEFINIDA-Objeto 
 
El régimen solidario de prima media con prestación definida es un sistema en el cual los afiliados o beneficiarios 
obtienen la pensión de vejez, de invalidez, de sobrevivientes, o una indemnización, las cuales se encuentran de 
antemano definidas. Esto ocurre siempre y cuando se cumplan los requisitos legales exigidos, independientemente 
del monto de las cotizaciones acumuladas.  En este régimen, los aportes y los rendimientos de los afiliados y de los 
empleadores constituyen un fondo común de naturaleza pública, y como se mencionó, tanto el monto de la pensión, 
como la edad de jubilación y las semanas mínimas de cotización, se encuentran previamente establecidas. 
 
REGIMEN DE AHORRO INDIVIDUAL CON SOLIDARIDAD-Objeto 
 
En el régimen de ahorro individual con solidaridad los aportes efectuados por los afiliados durante su vida laboral 
y sus rendimientos se capitalizan en forma individual en un fondo privado de capitalización con el fin de obtener el 
pago de las correspondientes pensiones. En este régimen, el monto de la pensión es variable y depende de varios 
factores como el monto acumulado en la cuenta, la edad a la cual decida retirarse el afiliado, la modalidad de la 
pensión, las semanas cotizadas y la rentabilidad de los ahorros acumulados. En este sistema, la pensión también se 
adquiere como derecho, una vez cumplidos los requisitos exigidos en la ley.” 
 
Sentencia SU-062 del 2010, magistrado ponente Dr. HUMBERTO ANTONIO SIERRA PORTO, “BENEFICIARIOS DEL 
REGIMEN DE TRANSICION-Pierden tal condición las categorías i) y mi) de mujeres mayores de 35 y hombres mayores 
de 40, si se afilian o se trasladan al régimen de ahorro individual  
 
Los beneficiarios del régimen de transición tienen libertad para escoger el régimen pensional al que se desean afiliar 
y también poseen la facultad de trasladarse entre ellos, pero la escogencia del régimen de ahorro individual o el 
traslado que hagan al mismo trae para ellos una consecuencia: la pérdida de la protección del régimen de 
transición. En ese sentido, estas personas, para pensionarse, deberán cumplir necesariamente con los requisitos de 
la ley 100 de 1993 según el régimen pensional que elijan y no podrán hacerlo de acuerdo con las normas anteriores, 
aunque les resulten más favorables. Es evidente que, en el caso de las personas amparadas por el régimen de 
transición, el efecto del traslado tiene importantes repercusiones en el goce del derecho a la pensión de vejez y, por 
tanto, en el derecho fundamental a la seguridad social, ya que hace más exigentes las condiciones para acceder a 
la prestación referida. El traslado deja de ser entonces una simple cuestión legal y adquiere una relevancia 
constitucional innegable por estar en juego un derecho fundamental. Aunque la Corte consideró acordes con la 
Constitución las disposiciones que prescriben que la protección de régimen de transición se extingue cuando la 
persona escoge el régimen de ahorro individual o se traslada a él, aclaró que las normas expresamente circunscriben 
tal consecuencia a sólo dos de los tres grupos de personas que ampara el régimen de transición: (i) mujeres mayores 
de treinta y cinco y (mi) los hombres mayores de cuarenta.” 
 
Sentencia C-1024 del 2004, magistrado ponente Dr. ENRIQUE GUARIN ALVAREZ “PRINCIPIO DE IGUALDAD EN LAS 
CARGAS PUBLICAS-Afiliación obligatoria al régimen de prima media con prestación definida de quienes ingresan 
por primera vez al sector público en carrera y que antes estaban afiliados al régimen de ahorro individual/DERECHO 
A LA LIBRE ELECCION DE REGIMENES PENSIONALES-Afiliación obligatoria al régimen de prima media con prestación 



 
definida de quienes ingresan por primera vez al sector público en carrera y estaban afiliados al régimen de ahorro 
individual 
 
Las personas que venían cotizando al régimen de ahorro individual con solidaridad y que ingresen por primera vez 
al sector público en cargos de carrera, sí experimentan una seria vulneración al principio de equilibrio en la 
imposición de cargas públicas de solidaridad, por cuanto se les exige un traslado obligatorio de régimen pensional, 
sin obtener ningún tipo de beneficio a cambio. Por el contrario, un análisis en conjunto del sistema de seguridad 
social permite concluir que, eventualmente, estas personas pueden llegar a sufrir graves perjuicios. Desde esta 
perspectiva, si a una persona se le obliga a trasladarse de régimen, su libertad de elección se torna nugatoria, 
cuando el mismo ordenamiento jurídico en distintas hipótesis normativas le impide regresar al régimen pensional 
de su preferencia. Estas personas a pesar de haber cotizado para obtener una pensión que subjetivamente resultara 
suficiente para garantizar sus expectativas de vida, terminan soportando una carga de solidaridad que desborda el 
equilibrio de las que regularmente deben asumir los ciudadanos. Es posible concluir que los principios de 
universalidad, solidaridad y eficiencia, en el caso puntual de las personas que por primera vez ingresan al sector 
público en cargos de carrera, pero que previamente se encontraban afiliados al Régimen de Ahorro Individual con 
Solidaridad, no puede llegar al extremo de imponer cargas que desborden el equilibrio constitucional exigible entre 
los ciudadanos (C.P. art. 95), al hacer nugatorio el alcance del derecho legal a la libre elección del régimen pensional 
de su preferencia.” 
 
En Sentencia S.U. 130 del 13 de marzo de 2013 la Corte Constitucional determinó:  
 
“Todos los usuarios del SGP, incluidos los sujetos del régimen de transición, bien por edad o por tiempo de servicios, 
pueden elegir libremente entre el régimen de prima media o el régimen de ahorro individual, conservando la 
posibilidad de trasladarse entre uno y otro, en los términos del literal e) del artículo 13 de la Ley 100/93, tal como 
fue modificado por el artículo 2° de la Ley 797 de 2003, es decir, cada cinco años contados a partir de la selección 
inicial y siempre que no les falte menos de 10 años para cumplir la edad para tener derecho a la pensión de vejez. 
Sin embargo, en el caso de los beneficiarios del régimen de transición por tiempo de servicios (15 años o más de 
cotizaciones), estos pueden cambiarse de régimen sin límite temporal, es decir, en cualquier tiempo, por ser los 
únicos que no quedan excluidos de los beneficios del régimen de transición, en los términos de las Sentencias C-789 
de 2002 y C-1024 de 2004. Para tales efectos, la única condición será trasladar al régimen de prima media todo el 
ahorro efectuado en el régimen de ahorro individual, el cual no podrá ser inferior al monto total del aporte legal 
correspondiente en caso de que hubieren permanecido en aquel régimen.” 
 
La sentencia T– 237 de 2015, de la honorable Corte Constitucional estableció:  
 
“En materia de traslado de régimen pensional, particularmente, respecto de los beneficiarios del régimen de 
transición, se han establecido las siguientes reglas de obligatorio cumplimiento para los jueces de tutela: i) sólo los 
beneficiarios del régimen de transición que hubieren cotizado 15 años o más de servicios al sistema para el 1 de 
abril de 1994, fecha en la cual entró en vigencia la ley 100 de 1993, pueden trasladarse del régimen de ahorro 
individual con solidaridad al régimen de prima media con prestación definida en cualquier momento, conservando 
los beneficios del régimen de transición, caso en el cual, “deberán trasladar a él la totalidad del ahorro depositado 
en la respectiva cuenta individual, el cual no podrá ser inferior al monto total del aporte legal correspondiente en 
caso de que hubieren permanecido en el régimen de prima media”, no obstante lo anterior, ii) los beneficiarios del 
régimen de transición por cumplir el requisito de edad, es decir, aquellos que para el momento de entrar en vigencia 
el sistema general de pensiones tuvieran 35 años en el caso de las mujeres y, 40 años en el caso de los hombres, 
podrán trasladarse de régimen pensional una vez cada 5 años, contados a partir de su selección inicial, sin embargo 
no podrán efectuar dicho traslado cuando le faltaren 10 años o menos para acceder a la pensión de vejez. “en todo 
caso, de ser viable dicho traslado o haberse efectuado el mismo al momento de proferirse la presente providencia, 
ello no da lugar, bajo ninguna circunstancia, a recuperar el régimen de transición”. por fuera de lo anterior, iii) en 
relación con los demás afiliados al sistema general de pensiones, igualmente podrán trasladarse de régimen 
pensional por una sola vez cada 5 años, pero no podrán hacerlo si le faltaren 10 años o menos para cumplir la edad 
exigida para acceder al derecho a la pensión, lo anterior, de conformidad con el literal e) del artículo 13 de la ley 
100 de 1993, modificado por el artículo 2 de la ley 797 de 2003.” 
 
Ahora bien, la Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Laboral con M.P. el Doctor José Prada Sánchez, a través 
de la sentencia SL812-2022 Radicación No. 85440, estableció:    



 
 
“La asimetría que se presenta en la relación AFP-usuario, no puede servir de excusa para que el sistema tenga que 
asumir las consecuencias del vaivén de los acontecimientos de la vida personal de los segundos; desde luego, 
siempre que la entidad haya cumplido con la carga de información mencionada y ampliamente explicada por la 
jurisprudencia de la Corte.  
 
Conviene no desapercibir que, sobre el particular, en fallo CSJ SL12136-2014, reiterada en la CSJ SL5174-2021, la 
Sala expresó: «Es evidente que cualquier determinación personal de la índole que aquí se discute, es eficaz, cuando 
existe un consentimiento informado».”  
 
En Sentencia SU-107 de 2024 emitida por la Corte Constitucional, se estableció:  
 
“La Corte Constitucional consideró que el precedente implementado por la Corte Suprema de Justicia es 
desproporcionado en materia probatoria y con ello viola el derecho constitucional al debido proceso en los casos 
en los cuales se discute la ineficacia del traslado de los afiliados del RPM al RAIS por problemas de información 
ocurridos entre 1993 y 2009. La Corte consideró que de conformidad con la Constitución y la ley procesal no se 
pueden imponer cargas probatorias imposibles de cumplir para ninguna de las partes (ni al afiliado, ni a la AFP), así 
como no se puede despojar al juez de su papel de director del proceso, de su autonomía judicial para decretar y 
practicar todas las pruebas que sean necesarias, pertinentes y conducentes para analizar las pretensiones o las 
excepciones propuestas y de su facultad para conforme a las reglas de la sana crítica valorar las pruebas con el 
objeto de resolver los casos de ineficacia de traslados de los afiliados del RPM al RAIS.   
 
Para tal efecto, en los procesos en los cuales se pretenda declarar la ineficacia de un traslado de un afiliado del RPM 
al RAIS deben tenerse en cuenta, de manera exclusiva, las reglas contenidas en la Constitución Política, en el Código 
Procesal del Trabajo y de la Seguridad Social y en el Código General del Proceso. En tal virtud, conforme a ellas, al 
juez corresponderá, seguir cuando menos las siguientes directrices: (i) decretar todas las pruebas pedidas por las 
partes que sean pertinentes y conducentes o las que de oficio sean necesarias; (ii) valorar por igual todas las pruebas 
decretadas y practicadas, de manera individual y en su conjunto con las demás, inclusive los indicios, que le 
permitan determinar el grado de convicción que aquellas ofrecen sobre los hechos ocurridos y el conocimiento del 
afiliado sobre las consecuencias del traslado; (iii) no será posible aplicar como único recurso la inversión de la carga 
de la prueba. La Corte determinó extender efectos inter pares a las reglas de modulación del precedente de la Sala 
de Casación Laboral. 
 
Ante la carga probatoria desproporcionada, una cantidad importante de personas se han traslado al RPM, pasando 
por alto las reglas normales de traslado entre regímenes establecidas en el artículo 2 de la Ley 797 de 2003, con lo 
cual, se afecta la sostenibilidad financiera del RPM en un grado importante.” – Subrayado fuera de texto.  
  

12. DOCTRINA 

 
Goyes Rosero Alejandra Paola; Nulidad del traslado entre regímenes pensionales, determinado por los vicios del 
consentimiento, Pag 4-5; 11-15;  “Desde la entrada en vigencia de la Ley 100 del 1993, nuestro país generó un 
nuevo impacto, respecto a lograr una estabilidad financiera en la que el Instituto del Seguro Social (ISS) y el 
nacimiento de los fondos privados se enfocaran en obtener una mayor cobertura y así el trabajador tuviera la 
posibilidad de acceder a una pensión donde el principal objetivo era lograr el derecho a la igualdad. Al buscar una 
mayor igualdad para los trabajadores, se creó el REGIMEN DE AHORRO INDIVIDUAL CON SOLIDARIDAD con la 
perspectiva de generar cobertura, no solamente pensando en los nuevos afiliados sino en los ya afiliados, que 
quisieran optar por el cambio en el cual tuvieran la posibilidad de escoger el régimen que le trajera mayores 
beneficios. Es por lo anterior, que este articulo consiste en explicar los antecedentes del sistema pensional, Ley 
100 de 1993, régimen de transición, traslados entre los regímenes pensionales, Pero principalmente de analizar la 
posición de la Corte Suprema de Justicia –Sala de Casación Laboral (9, septiembre, 2008).  

 
Sentencia 31989/08. M.P Eduardo López Villegas. Respecto al deber a la información que tienen los afiliados sobre 
el régimen al que se está trasladando, situación que las administradoras tienen como obligación explicar, porque 
de lo contrario se vería afectado su derecho pensional y con ello derechos fundamentales como la dignidad y el 
mínimo vital. Por último, se analizará de fondo si ¿Es posible declarar la nulidad del traslado del régimen de prima 
media con prestación definida al régimen de ahorro individual solidaridad cuando ese traslado estuvo precedido 



 
por algún vicio del consentimiento? por cuanto se entendería que debe ser un consentimiento informado antes de 
que sea irreversible la afiliación para uno u otro de los regímenes pensionales, esto por el nivel trascendental y 
complejo que encierran 5 las pensiones en Colombia, generando una gran pérdida al afiliado si toma una mala 
decisión. Decisión que puede resultar en dos caminos, primero la posibilidad de devolver al afiliado al régimen de 
prima media con prestación definida (COLPENSIONES ) debido a la mala información por parte de los promotores 
de las administradoras de fondos de pensiones, declarando la nulidad del traslado al régimen de ahorro individual 
con solidaridad y como consecuencia de eso, se condenara al fondo al pago de los perjuicios causados, los cuales 
se tasa en un valor igual al de las mesadas que le corresponderían en el régimen de prima media con prestación 
definida, desde la fecha del retiro definitivo del servicio. En subsidio se solicita pensión de vejez a cargo del Fondo. 
Y el segundo si el afiliado tiene la edad no puede devolverse, situación que debe proteger el fondo privado de 
garantizar la pensión mínima y además pagar a título de sanción, indemnización de perjuicios y que además page 
la totalidad de lo que hubiera recibido en COLPENSIONES.” 
 
El estudio de la nulidad de los actos o negocios jurídicos se constituye en uno de los principales temas a abordarse 
en el estudio general de los mismos debido, sobre todo, a su utilidad práctica, por cuanto gran parte de casos 
judiciales reales referidos a actos jurídicos versan, mayormente, sobre nulidad y fraude en los negocios jurídicos. 

 
El acto o negocio jurídico puede ser entendido como un supuesto de hecho conformado por la confluencia de 
manifestaciones de voluntad, cuando estamos ante actos sinalagmáticos, o por lo menos por declaración de una 
sola voluntad. Empero tales voluntades buscan surtir efectos en la vida real y jurídica de las partes que las 
manifiestan. 
 
Cuando dichos actos no surten los efectos queridos y esperados por las partes nos encontramos ante la figura de 
la ineficacia, la misma que consiste, según lo dicho, en la ausencia total o parcial de los efectos buscados por las 
partes al manifestar su voluntad. 
 
La nulidad es considerada por la doctrina mayoritaria como uno de los tantos supuestos de ineficacia de los actos 
jurídicos. 
 
Tal ineficacia puede deberse, entre sus tantos supuestos, a un defecto severo en la conformación o celebración del 
acto jurídico. Por ello, a este tipo de ineficacia se la suele denominar estructural, la misma que coincide con la 
institución de la invalidez de los negocios jurídicos, según nuestro derecho. 
 
Ahora bien, la invalidez presenta hasta dos supuestos muy conocidos: la nulidad y la anulabilidad, llamadas también 
nulidad absoluta y relativa, respectivamente. 
 
El tratamiento de la nulidad en nuestra codificación civil se ve facilitada por la estipulación de causales expresas en 
el texto legal. Ad empero, existiendo también en nuestro sistema las nulidades virtuales o tácitas, el asunto se 
torna un tanto complejo, por cuanto ya no es la propia norma legal la que sanciona con nulidad el acto en sí, sino 
que tal invalidez debe ser apreciada caso por caso a fin de determinar el contenido ilícito del negocio. 
 
Finalmente, y no menos problemático es el tema referido a la inexistencia del acto jurídico, institución que ha sido 
asemejada a la nulidad en cuanto a sus efectos en nuestro ordenamiento normativo formal. 

  
13. DECISIONES QUE TOMÓ EL COMITÉ EN LA CONCILIACIÓN EXTRAJUDICIAL (SI APLICA) 

 
No aplica. 

  
14. DECISIONES QUE TOMÓ EL COMITÉ EN CASOS SIMILARES 

 

• La Secretaría Técnica del Comité de Conciliación y Defensa Judicial de la Administradora Colombiana de 
Pensiones – COLPENSIONES-, por medio de la certificación No. 418712018 hizo constar que en un caso 
similar promovido en contra de la entidad por parte de la señora BEATRIZ MONSALVE PERDOMO 
identificada con C.C. No. 39034826, se resolvió no proponer fórmula conciliatoria, debido a que el traslado 
de régimen pensional se presume ajustado a derecho y que los vicios del consentimiento alegados en el 
escrito de demanda, deben ser objeto de acreditación en el curso del proceso. 

https://www.monografias.com/trabajos15/plan-negocio/plan-negocio.shtml
https://www.monografias.com/trabajos4/costo/costo.shtml
https://www.monografias.com/trabajos11/fraer/fraer.shtml#fra
https://www.monografias.com/trabajos37/codificacion/codificacion.shtml
https://www.monografias.com/trabajos13/libapren/libapren.shtml
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• Tal como lo Consideró el Comité Técnico de Conciliación y Defensa Judicial a través de la CERTIFICACIÓN 
No. 109272022, respecto del caso de Ana Cecilia Campo Diaz, identificada con cédula de ciudadanía No. 
32675183, quien pretendía la nulidad del traslado de Régimen de Prima Media al Régimen de Ahorro 
Individual, en donde dicho órgano decidió de manera unánime NO proponer fórmula conciliatoria. 

  
15. APLICA POLÍTICA, LLAMAMIENTOS, PROTOCOLOS O INSTRUCTIVOS INSTITUCIONALES: (EN CASO QUE 

APLIQUE) 

 
No aplica.  

  
16. CONSIDERACIONES 

Se considera no llegar a acuerdo conciliatorio alguno con la demandante, atendiendo los siguientes argumentos: 
 
Solicita la parte demandante, señor NAIRO JOSE REYES CORREA, que mediante sentencia judicial se declare la 
nulidad o ineficacia del traslado realizado ante la AFP COLFONDOS S.A., perpetrado en el año 1994, así como el 
traslado horizontal efectuado ante la AFP PROTECCIÓN S.A., concretado en el año 1996, según consulta realizada 
en el RUAF.   
 
Sea lo primero indicar que COLPENSIONES no puede declarar la nulidad de un acto o negocio jurídico celebrado 
entre el demandante y el fondo privado PROTECCIÓN S.A. y COLFONDOS S.A., pues la competencia se encuentra 
en cabeza de un juez de la República.  

Segundo el demandante se trasladó de RPMPD al fondo privado AFP PROTECCIÓN S.A. y COLFONDOS S.A., de 
manera libre, voluntaria y espontánea haciendo uso de su derecho a la libre escogencia de régimen pensional.  

Ahora bien, según los lineamientos establecidos en el manual de Defensa Judicial, emitido por la Administradora 
Colombiana de Pensiones COLPENSIONES el presente asunto; NO ES CONCILIABLE, en atención a que la posibilidad 
de traslado de regímenes de pensión está contemplada por el literal E del artículo 2 de la ley 797 de 2003, que 
modifica el artículo 13 de la Ley 100 de 1993, y establece: 
 

“Los afiliados al Sistema General de Pensiones podrán escoger el régimen de pensiones que prefieran. 
Una vez efectuada la selección inicial, estos sólo podrán trasladarse de régimen por una sola vez cada 
cinco (5) años, contados a partir de la selección inicial. Después de un (1) año de la vigencia de la presente 
ley, el afiliado no podrá trasladarse de régimen cuando le faltaren diez (10) años o menos para cumplir 
la edad para tener derecho a la pensión de vejez…” Al respecto es necesario hacer varias precisiones.” 

 
En primer lugar, no se encuentra probado que la afiliación hecha al Régimen de Ahorro Individual haya sido por 
falta de información o por engaños al hoy demandante, por lo cual deberá probar lo manifestado en el transcurso 
del proceso, pues expresa que el asesor no brindó la información necesaria, total y oportuna para que la actora 
pudiera decidir con fundamentos la conveniencia o no de su traslado al régimen de ahorro individual con 
solidaridad y hasta tanto eso no ocurra se deberá presumir que su traslado fue voluntario, libre y consentido. 
 
Se pretende por la parte demandante la anulación del traslado de fondo de pensiones que ella mismo solicitó y 
autorizó desde el año 2008 según el RUAF, cuando ya había entrado en vigencia el nuevo estatuto pensional creado 
con la ley 100 de 1993, y que como consecuencia de ello se declare la ineficacia del acto de traslado realizado.  
 
En el presente asunto opera claramente la inexistencia del derecho reclamado, puesto que el demandante asevera 
no tener conocimiento alguno de las características de este régimen, a lo cual es procedente mencionar, que en el 
Decreto 2550 de 2010 se determinan las obligaciones que debe atender el afiliado que pertenezca al Sistema 
General de Pensiones, entre los cuales se encuentran, informarse de las condiciones del sistema, aprovechando 
los mecanismos de divulgación, emplear adecuada atención y cuidado en la toma de decisiones, leer las 
condiciones de afiliación al sistema, revisar las condiciones de afiliación o traslado, de la misma forma manifiesta 
que la afiliación implica la aceptación de los efectos legales, costos, restricciones, derivadas de esta, lo cual 
demuestra que el deber de información y asesoría, no sólo debe recaer sobre las AFP, sino por el contrario, también 



 
se constituye como una obligación a cargo del propio afiliado, de tal manera que se encuentre informado al 
momento de tomar decisiones como trasladarse de un régimen al otro. 

 
De igual manera es pertinente indicar que de acuerdo al principio de la relatividad jurídica, los actos jurídicos en 

principio tienen efectos Inter partes, en este caso entre la actora y en su momento la AFP del REGIMEN DE 

AHORRO INDIVIDUAL CON SOLIDARIDAD, más no contra COLPENSIONES en calidad de tercero, por tanto en cuanto 

a la decisión adoptada, esta entidad no debe ser favorecida ni perjudicada con la decisión acogida, lo cual es 

importante ya que se debe garantizar el equilibrio financiero del sistema, tal y como lo señala el art. 48 de la 

Constitución Política de Colombia, aspecto que deberá ser tenido en cuenta por el juzgador y más cuando se tiene 

en cuenta que el accionante nació el 08 de septiembre de 1968 y que actualmente cuenta con 56 años de edad, 

ubicándolo próximamente en la edad requerida para tener derecho a la pensión de vejez de conformidad con el 

art. 13 de la Ley 100 de 1993 (art. 2 de la ley 797 de 2003). 

 
Lo anterior, entendido desde el punto de vista de la inoponibilidad (mecanismo protector), en la ineficacia de un 
acto o la ineficacia de una nulidad frente a terceros. Es decir, que la ineficacia o nulidad, resultaría inoponible 
frente a terceros de buena fe como en este caso Colpensiones, a la par que la figura de la inoponibilidad constituye 
un mecanismo protector del derecho a la seguridad jurídica, que en el caso de Colpensiones se consolida por el 
tiempo en que aquellos afiliados permanecieron en el RAIS, aunado a que la seguridad jurídica que se deriva de la 
inoponibilidad pretende proteger intereses patrimoniales de terceros, que en este caso, tienen alcance frente al 
principio de sostenibilidad financiera del sistema y planeación de la reserva pensional. 
 

De la misma manera, la Sala de Casación Civil, ha definido la inoponibilidad como aquella que “valora la confianza 
razonable de los terceros de buena fe en aquellos negocios que se presentan objetivamente como válidamente 
celebrados”, raciocinio, que a su vez se deriva del principio de relatividad de los negocios jurídicos, es decir, que 
solo se producen efectos respecto de quienes voluntariamente participan de aquél. 
 

Precisamente, la jurisprudencia en la especialidad del derecho civil, indica que la inoponibilidad no requiere de la 
validez del negocio jurídico, muy por el contrario, algo que es ineficaz entre las partes (como en este caso la 
afiliación al RAIS), si se tenga como eficaz frente al tercero de buena fe (en este caso Colpensiones). Así se ha dicho 
que: “cuyo caso no le interesa que no lo alcancen los efectos de un negocio válido e incontrovertible entre las 
partes, sino todo lo contrario, esto es que se tenga como válido frente a su calidad de tercero un negocio jurídico 
que carece de eficacia entre los celebrantes”. 
 

Es decir, que la inoponibilidad en este caso frente a un negocio jurídico ineficaz permite que sus efectos se 
mantengan ante un tercero de buena fe, o en otras palabras para el caso concreto, que se mantengan los efectos 
de la afiliación al RAIS frente a Colpensiones, para lo cual, se probará el desmedro patrimonial que sufre la reserva 
pensional del RPM en caso de resultarle oponible la ineficacia de los traslados irregulares al RAIS. 
 

Por lo tanto, la decisión judicial de declarar la ineficacia de traslado, repercute, en que se crea de manera 
injustificada y desproporcionada una obligación (con efectos patrimoniales) en cabeza de Colpensiones, quien 
administra los aportes de miles de pensionados y afiliados, y dicha medida para restablecer los derechos del 
afiliado, no pasaría el segundo criterio de la “necesidad”, toda vez que si existen otros medios menos lesivos para 
mantener los derechos del afiliado, y es que quien se deba hacer cargo de las prestaciones económicas que se 
deriven de la ineficacia sea la AFP, quien ha administrado dichos recursos y ha generado los respectivos 
rendimientos, así mismo, al ponderar los bienes jurídicos en tensión, se podría demostrar que poner en cabeza de 
Colpensiones dicha responsabilidad, tiene un impacto más lesivo para la sostenibilidad financiera del sistema, 
evaluando diferentes variables, tales como: (i) que Colpensiones es la única administradora del RPM, que alberga 
un mayor número de pensionados cuyas prestaciones se reconocen con subsidio de las arcas del Estado, de forma 
tal, que se estaría solventado con estos recursos, el desmedro económico ocasionado por particulares (AFP). 
 
Así pues, en caso contrario a los antes mencionado, se debe evaluar por los jueces la proporcionalidad de la medida 
que se adopta con la ineficacia del traslado, y ponderar los bienes jurídicos en tensión, para adoptar otra medida, 
consistente en que sea la AFP quien asuma las cargas económicas, o que los dineros que se trasladen al RAIS, los 
devuelvan conforme a un estudio actuarial que determine que con ellos se cubre en su integridad la prestación en 
los términos actuariales previstos para el RPM. Ya que se pone en riesgo el derecho a la seguridad social de un 



 
mayor número de afiliados y pensionados. 
 

Así lo dejo sentado en reciente pronunciamiento de fecha 10 de agosto de 2022 el Magistrado del Tribunal Superior 
del Distrito Judicial de Risaralda JULIO CESAR SALAZAR MUÑOZ donde aclaró su voto dentro del proceso radicado 
66001310500520200019001 señalando: 

 
“Tal como lo he venido sosteniendo desde hace ya algún tiempo, a mi juicio se viene cometiendo 
un grave error jurídico en esta clase de procesos, pues se accede a declarar la ineficacia de los 
traslados sin considerar y valorar que con ello se impone a Colpensiones la carga económica que 
representa aceptar, ad portas de adquirir el derecho pensional, como sus afiliados a aquellos que 
a última hora se dan cuenta que su pensión en el RPM sería superior a la que obtendrían en el 
RAIS, sin percatarse que, si en efecto hubo un engaño u omisión en la información para lograr el 
traslado por parte de la AFP privada, es ésta quien debe proceder al resarcimiento del eventual 
daño o perjuicio que con ello haya generado”. 

 
“Lo anterior es así porque de acuerdo con nuestro ordenamiento jurídico la acción que en realidad 
responde a la situación fáctica planteada por los demandantes no es otra que la de 
responsabilidad prevista en el artículo 10 del decreto 720 de 1994, en la que a quien corresponde 
comprobar que actuó conforme a derecho –dando toda la información que requerida en su 
momento para conseguir el traslado de los afiliados- es a la vez quien, de no conseguir dar claridad 
al respecto, puede llegar a ser condenada al pago del perjuicio que se demuestre que con ello 
causó”. 

 
“La norma no me deja duda alguna de que los errores u omisiones en la información que dieron 
las AFP pudieron causar daños a los afiliados que decidieron trasladarse, pero que la consecuencia 
jurídica de esas equivocaciones no corresponde trasladarla a Colpensiones, pues es claro el texto 
en determinar que la responsabilidad que se compromete es la de la AFP privada” 

 
En ese sentido, el Juez Laboral no podría acceder a las pretensiones de la demanda y condenar en costas, intereses 
moratorios o por cualquier otra pretensión subsidiaria a Colpensiones toda vez que no participó en el acto que se 
declara nulo y/o ineficaz, y el sustento de la decisión guarda relación con una conducta desplegada por un tercero 
ajeno a la Administradora del Régimen de Prima Media. 
 

Teniendo en cuenta las consideraciones anteriores el demandante no podría ser afiliado al RPMPD, por estar 

prohibido de acuerdo a la norma previamente citada, la cual fue declarada exequible mediante sentencia C-1024 

de 2004 de la honorable Corte Constitucional, siendo considerada como una medida adecuada, proporcionada y 

necesaria que busca un fin constitucionalmente legitimo: El de evitar la descapitalización del fondo común del 

régimen solidario de prima medida con prestación definida, déficit que se produciría si se permitiera que las 

personas que no han contribuido al fondo común pudiesen trasladarse de régimen cuando llegasen a estar 

próximos a acceder a la edad mínima requerida para el reconocimiento de la pensión de vejez. 

 
En razón a ello no podría alegar un desconocimiento de la norma pues las repercusiones o condiciones del RAIS le 
son de total aceptación, ya que el desconocimiento de la norma no la exime de cumplirla, y en caso de su posible 
descuido o abandono sobre su obligación de informarse, no puede acarrear una nulidad del acto jurídico 
válidamente celebrado.  
 
En ese orden de ideas, vale decir que solo hasta el año 2017 La Corte Suprema en la sentencia SL 17595 de 2017 
señaló que existe un deber de entregar información a la medida de la asimetría que se ha de salvar entre un 
administrador experto y un afiliado lego.  
 
De otro lado, es válido también indicar que existen actividades que dan cuenta de un verdadero entendimiento de 
la afiliada, que, en sí obedecen a las obligaciones de todo vinculado al sistema pensional, como son: (ver: SL413-
2018 C.S.J.) Solicitar información de saldos, Actualizar datos, Asignar y cambiar claves, por mencionar algunos actos 
de relacionamiento con la entidad que pueden denotar el compromiso serio de pertenecer a ella.  
 



 
Además de lo anterior, es claro que la ley colombiana ordena que toda obligación tiene una causa, pero cuando 
esta se ha satisfecho se extingue y por lo tanto no da lugar a una reclamación por lo mismo. De conformidad con 
los argumentos de las anteriores expresiones no le asiste legitimidad a la parte demandante para invocar la acción 
instaurada, por el simple hecho de no reunir los requisitos que la ley señala para adquirir el derecho. 
 
De otra parte, no puede pretender el demandante que como consecuencia de esa declaratoria de ineficacia, sea 
trasladado nuevamente al régimen de prima media con prestación definida, como quiera que la norma señala la 
edad hasta la que se permite realizar el cambio, en consecuencia, el hecho de declarar dicha pretensión, 
desestabilizaría el sistema de mi representada y dejaría el campo abierto a que personas con su mismo supuesto 
de hecho, y que no se encuentran conformes con el valor de la pensión en el régimen de ahorro individual, soliciten 
la ineficacia o nulidad de su traslado alegando supuestos engaños, para lograr que se ordene el reconocimiento de 
su pensión en el régimen de prima media. 
 
En este mismo sentido, la Honorable Corte Constitucional a través de sentencia T- 211/2016 ha manifestado: 
 

“…En consecuencia, la modificación hecha al literal e) del artículo 13 de la Ley 100 de 1993, por el artículo 2 de 
la Ley 797 de 2003 estableció los siguientes cambios en materia de traslado de régimen: por un lado, i) amplió 
el término para trasladarse de régimen pensional de 3 a 5 años y, por otro lado, ii) incorporó la prohibición de 
traslado cuando al afiliado le faltaren 10 años o menos para cumplir el requisito de la edad exigido para acceder 
al derecho a la pensión. Dicha prohibición se implementó con el objetivo de mantener la sostenibilidad financiera 
del sistema y evitar que personas que estando en el régimen de ahorro individual con solidaridad próximos a 
pensionarse, decidieran trasladarse al régimen de prima media para acceder a la pensión conforme a las reglas 
propias de este régimen". 

 
Según la Sentencia SU-062 de 2010 de la Corte Constitucional, sólo quienes tienen 15 años o más de servicios 
cotizados a 1° de abril de 1994, pueden trasladarse “en cualquier tiempo” del régimen de ahorro individual al 
régimen de prima media, con el fin de hacer efectivos los beneficios del régimen de transición. Para tal efecto, 
deberán trasladar a este todo el ahorro que hayan efectuado al régimen de ahorro individual, el cual no podrá ser 
inferior al monto total del aporte legal correspondiente en caso de que hubieren permanecido en el régimen de 
prima media. De no ser posible tal equivalencia, dentro de un plazo razonable, tienen la posibilidad de aportar el 
dinero que haga falta, equivalente a la diferencia entre lo ahorrado en el régimen de ahorro individual y el monto 
total del aporte legal correspondiente en caso de que hubieren permanecido en el régimen de prima media. 
 
Con lo anterior, queda claramente demostrado que no le asiste derecho a la parte actora, el solicitar el cambio de 
régimen, toda vez que en la actualidad cuenta con 56 años de edad y en el caso de los hombres corresponde a 62 
años y de acuerdo a la norma, sólo podía solicitar dicho cambio de régimen hasta antes de sobrepasar la edad de 
52 años, lo que la ubica a todas luces por fuera del margen que estipula la ley para solicitar un traslado de Régimen 
pensional. 
 
Cabe recordar que COLPENSIONES actúa en aras de salvaguardar el principio de legalidad y de garantizar la 
transparencia de sus actuaciones para prevenir el detrimento patrimonial de la nación y velar por la integridad del 
tesoro público, en ese sentido, las decisiones adoptadas por la administración no pueden ser tomadas con ligereza, 
menos aún, sin la observancia de la legalidad formal y sustancial de los documentos que sirven como“…soporte 
para obtener el reconocimiento y pago de una suma o prestación fija o periódica, o como en este caso en particular; 
sobre el traslado de régimen para la obtención de una prestación. 
 
Por otro lado, En materia legal y jurisprudencial, el término ineficacia, se encuentra relacionado con los efectos 
jurídicos de existencia y validez que pueda generar un acto o negocio jurídico previamente establecido, por tanto, 
se manejan dos definiciones; en sentido estricto y en sentido amplio: 
 

“La ineficacia en sentido estricto se presenta en aquellos casos en los cuales la ley, por razones de diferente 
naturaleza, ha previsto que el acto no debe producir efectos de ninguna naturaleza sin que sea necesario 
la existencia de una declaración judicial en ese sentido.” 
 
“Bajo el concepto de ineficacia en sentido amplio suelen agruparse diferentes reacciones del ordenamiento 
respecto de ciertas manifestaciones de la voluntad defectuosas u obstaculizadas por diferentes causas. 



 
Dicha categoría general comprende entonces fenómenos tan diferentes como la inexistencia, la nulidad 
absoluta, la nulidad relativa, la ineficacia de pleno derecho y la inoponibilidad” (C-345/2017). 

 
Aterrizándolo al caso específico de traslado de régimen pensional, la ineficacia se encuentra ligada a la validez y el 
efecto jurídico que produce la aceptación del afiliado de pasar de un régimen pensional a otro, y las consecuencias 
jurídicas que se desprenden hacia el futuro una vez se dé la declaratoria de inexistencia de vínculo entre ellos, 
dentro de las cuales se encuentra incluida la nulidad. 
 
Al respecto la CSJ en sentencia SL 1421-2019, señaló respecto a la ineficacia que: 
 

“existirá ineficacia de la afiliación cuando quiera que i) la insuficiencia de la información afecte los intereses 
del afiliado en procura de reivindicar su derecho o el acceso al mismo; ii) no será suficiente la simple 
suscripción del formulario, sino el cotejo con la información brindada, la cual debe corresponder a la 
realidad; iii) en los términos del artículo 1604 del Código Civil corresponde a las Administradoras de fondos 
de pensiones allegar prueba sobre los datos proporcionados a los afiliados, (…)” 

 
Desde otro punto, la nulidad en materia de traslado de régimen pensional ha venido siendo materializada como el 
efecto o consecuencia jurídica que genera la declaratoria de ineficacia de la vinculación o traslado de régimen 
pensional principalmente del régimen de prima media al régimen de ahorro individual, generando como 
consecuencia la conservación de los derechos de acceder a la prestación pensional por ser un derecho de rango 
constitucional, cuyo objetivo principal consiste en el “retorno al estado original, al momento en que se formalizó 
el acto anulado, mediante la restitución completa de las prestaciones que uno y otro hubieren dado o recibido, ha 
de valer el carácter tutelar y preservar situaciones consolidadas ya en el ámbito del derecho laboral ora en el de la 
seguridad social (…). (CSJ. SL 31989 de 2008). 
 
Como conclusión sobre estos conceptos, se evidencia que por su naturaleza no son equiparables entre sí; por 
cuanto la ineficacia hace referencia a la legalidad del acto de la vinculación y sus efectos hacia el futuro una vez 
sea declarada y por otra parte la nulidad se traduce simplemente en que el vínculo jurídico nunca nació a la vida 
jurídica. 
 
La Corte Suprema de Justicia en la sentencia SL 1688-2019, luego de realizar un recuento normativo, concluyó que 
“las AFP, desde su creación, tenían el deber de brindar información a los afiliados o usuarios del sistema pensional 
a fin de que estos pudiesen adoptar una decisión consciente y realmente libre sobre su futuro pensional”, y en 
aplicación de la teoría de la carga dinámica de la prueba, se ha invertido la carga probatoria, quedando en cabeza 
de los fondos de pensiones, la obligación de desvirtuar los supuestos alegados por los demandantes acerca de la 
suficiencia de la información suministrada al momento del traslado; exigencia probatoria que no ha podido ser 
acreditada por los fondos puesto que cuentan únicamente con los formularios de afiliación, conllevando que los 
fallos judiciales en la actualidad se expidan en contra de dichas entidades y de manera colateral afecten los 
intereses de Colpensiones. 
 
Por consiguiente, la posición jurisprudencial creó una situación ventajosa que favorece a los afiliados, puesto que 
su simple afirmación respecto a que el fondo no les brindó información precisa, clara y exacta, plasmada en una 
demanda interpuesta en cualquier tiempo, les viene permitiendo obtener el traslado al Régimen de Prima Media, 
sin que sea necesario que allegue el más mínimo elemento probatorio al interior del proceso, así como el hecho 
que afirme no haber firmado el formulario pues le habían falsificado la firma, situaciones que a todas luces 
requieren más que una simple aceptación. 
 
Sin embargo, la anterior posición no es de recibo de la totalidad de los Magistrados de la Corte Suprema de Justicia, 
por cuanto en reciente pronunciamiento dentro del radicado 68852, el Magistrado Jorge Luis Quiroz aclaró su voto, 
señalando: “…el acto de traslado, si bien impone un deber de información suficiente de parte de las 
administradoras, ello, per se, no exonera al afiliado del deber de concurrir suficientemente ilustrado a la escogencia 
de su régimen pensional, de la cual dependerán sus expectativas económicas y de plazo para acceder a la prestación 
por vejez; como tampoco lo sustraen de la aplicación de la ley, para darle un tratamiento desigual, como si su 
capacidad para celebrar actos y contratos estuviera menguada frente a la definición de un acto de la mayor 
importancia, en la medida en que de su elección dependerán las condiciones de cubrimiento de las contingencias, 
amparadas por el sistema de seguridad social y en particular la de vejez.” 



 
 
Agregó el magistrado Quiroz que la condición del promotor de la acción de nulidad merece una especial atención, 
pues “(…) no es lo mismo que el ex ministro de hacienda que participó en la construcción de las reglas acuda a 
solicitar la nulidad, frente a la solicitud que haga un iletrado campesino cuya imposibilidad de leer lo haya llevado 
a un traslado de régimen y pretenda su nulidad por vicio del consentimiento.” 
 
Hasta el año 2016, los fondos privados cuentan exclusivamente con el consentimiento vertido en el formulario de 
afiliación, para probar el conocimiento y asentimiento del afiliado respecto del traslado, por cuanto las leyes que 
surgieron entre el año 1994 y 2016 no exigían nada diferente al documento de afiliación donde constaba la plena 
intención de pertenecer al Régimen de ahorro individual con solidaridad. En consecuencia, imponer cargas 
adicionales a las previstas en las leyes de la época se constituye en una situación de carácter imposible. 
 
Ahora bien, la Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Laboral con M.P. el Doctor José Prada Sánchez, a través 
de la sentencia SL812-2022 Radicación No. 85440, estableció:    
 
“La asimetría que se presenta en la relación AFP-usuario, no puede servir de excusa para que el sistema tenga que 
asumir las consecuencias del vaivén de los acontecimientos de la vida personal de los segundos; desde luego, 
siempre que la entidad haya cumplido con la carga de información mencionada y ampliamente explicada por la 
jurisprudencia de la Corte.  
 
Conviene no desapercibir que, sobre el particular, en fallo CSJ SL12136-2014, reiterada en la CSJ SL5174-2021, la 
Sala expresó: «Es evidente que cualquier determinación personal de la índole que aquí se discute, es eficaz, cuando 
existe un consentimiento informado».” – Subrayado fuera de texto.  
 
En Sentencia SU-107 de 2024 emitida por la Corte Constitucional, se estableció:  
 
“La Corte Constitucional consideró que el precedente implementado por la Corte Suprema de Justicia es 
desproporcionado en materia probatoria y con ello viola el derecho constitucional al debido proceso en los casos 
en los cuales se discute la ineficacia del traslado de los afiliados del RPM al RAIS por problemas de información 
ocurridos entre 1993 y 2009. La Corte consideró que de conformidad con la Constitución y la ley procesal no se 
pueden imponer cargas probatorias imposibles de cumplir para ninguna de las partes (ni al afiliado, ni a la AFP), así 
como no se puede despojar al juez de su papel de director del proceso, de su autonomía judicial para decretar y 
practicar todas las pruebas que sean necesarias, pertinentes y conducentes para analizar las pretensiones o las 
excepciones propuestas y de su facultad para conforme a las reglas de la sana crítica valorar las pruebas con el 
objeto de resolver los casos de ineficacia de traslados de los afiliados del RPM al RAIS.   
 
Para tal efecto, en los procesos en los cuales se pretenda declarar la ineficacia de un traslado de un afiliado del RPM 
al RAIS deben tenerse en cuenta, de manera exclusiva, las reglas contenidas en la Constitución Política, en el Código 
Procesal del Trabajo y de la Seguridad Social y en el Código General del Proceso. En tal virtud, conforme a ellas, al 
juez corresponderá, seguir cuando menos las siguientes directrices: (i) decretar todas las pruebas pedidas por las 
partes que sean pertinentes y conducentes o las que de oficio sean necesarias; (ii) valorar por igual todas las pruebas 
decretadas y practicadas, de manera individual y en su conjunto con las demás, inclusive los indicios, que le 
permitan determinar el grado de convicción que aquellas ofrecen sobre los hechos ocurridos y el conocimiento del 
afiliado sobre las consecuencias del traslado; (iii) no será posible aplicar como único recurso la inversión de la carga 
de la prueba. La Corte determinó extender efectos inter pares a las reglas de modulación del precedente de la Sala 
de Casación Laboral. 
 
Ante la carga probatoria desproporcionada, una cantidad importante de personas se han traslado al RPM, pasando 
por alto las reglas normales de traslado entre regímenes establecidas en el artículo 2 de la Ley 797 de 2003, con lo 
cual, se afecta la sostenibilidad financiera del RPM en un grado importante.” – Subrayado fuera de texto.  
 
En ese sentido, es claro que el RPM administrado por COLPENSIONES no debe asumir con los resultados de una 
nulidad o ineficacia sobre un traslado completamente libre, absolutamente consciente y sobre todo integralmente 
voluntario desplegado por el demandante, sobre el cual la Administradora de Fondo de Pensiones demandada y 
perteneciente al RAIS de conformidad con lo probado en el traslado de la demanda, desempeñó toda la carga 



 

 

reglamentaria impuesta para que el consentimiento del actor estuviese libre de cualquier vicio que pudiese anular 
su traslado.      
 
Por lo anterior, no es posible declarar la nulidad e ineficacia del traslado, toda vez que en la actualidad el señor 
NAIRO JOSE REYES CORREA, se encuentra por fuera del rango amparado por la ley para trasladarse de un régimen 
pensional a otro, además de ello por disposición taxativa del Decreto 3995 de 2008, atendiendo que el demandante 
está vinculado al RAIS desde el año 1996, según consulta realizada en el RUAF, quiere ello decir que corresponde 
a éste permanecer vinculado al régimen que actualmente es su fondo pensional y sea este quien se encargue de 
resarcir los posibles perjuicios ocasionados a la demandante, en este punto es relevante hacer mención de la 
Sentencia SL 3491 de 2022 emitida por honorable Corte Suprema de Justicia, en donde esta alta corte estableció:  
 
“Lo anterior no significa, tal como se destacó en la providencia citada, que la eventual conculcación a los derechos 
pensionales de los ciudadanos quede sin mecanismos de reparación; pues como lo ha adoctrinado esta corporación, 
los afectados pueden demandar la reparación o la indemnización de perjuicios a cargo de la AFP que incumplió su 
deber de información, (CSJ SL3535-2021).  
 
Así las cosas, podemos partir de la presunción que la afiliación hecha a la AFP PROTECCIÓN S.A. y AFP COLFONDOS 
S.A., se realizó de manera libre y espontánea y como quiera que la parte demandante, no logra acreditar con las 
documentales obrantes en el expediente, que su consentimiento haya sido viciado, se considera que la ineficacia 
de traslado de régimen pensional solicitado en esta demanda no se encuentra llamada a prosperar y, por ende, no 
se debe proponer fórmula conciliatoria alguna. 
 
Hay que dejar sentado conforme lo explicado, que no es posible mantener la afiliación del señor NAIRO JOSE REYES 
CORREA en Colpensiones ni proceder con la anulación de la vigencia al Régimen de Ahorro Individual con 
Solidaridad RAIS, dado que conforme a todo el sustento normativo y jurisprudencial decantado en las 
consideraciones el actor se encuentra válidamente afiliado a la AFP PROTECCIÓN S.A. 
 
Por todo lo anterior, recomendamos no llegar a acuerdo conciliatorio alguno con la Parte Demandante. 
  

17. EVALUACIÓN DEL RIESGO 

 

• Riesgo de pérdida del proceso por relevancia jurídica de las razones de hecho y derecho expuestas por el 
demandante: ALTO 

• Riesgos de pérdida del proceso asociados a la contundencia, congruencia y pertinencia de los medios 
probatorios que soportan la demanda: ALTO 

• Presencia de riesgos procesales y extraprocesales: MEDIO BAJO. 

• Riesgo de pérdida del proceso asociado al nivel de jurisprudencia: ALTO 
  

18. RECOMENDACIÓN PARA EL CASO 

 
Se recomienda no formular propuesta conciliatoria alguna, primero porque ni el ISS ni Colpensiones, tuvieron 
influencia en la celebración del negocio jurídico que dio origen al traslado, segundo porque el demandante cuenta 
con 56 años y se encuentra inmerso dentro de la prohibición legal de traslado pues supera la edad para 
pensionarse, y por último porque no se evidencia prueba sumaria alguna que permita inferir falsedad en los 
documentos que contienen el acto de traslado, ni vicio en el consentimiento alguno.  
  

19. ELABORÓ (APODERADO Y FIRMA EXTERNA) 

 
ADRIANA NIEVES ARZUAGA C.C. No. 1065642000, T.P No. 356931 del C.S. de la J. Abogada Externo Colpensiones-
Regional Caribe, adscrito a la firma UNIÓN TEMPORAL QUIPA GROUP. 













































































































































































































































































































































































Cédula de Ciudadanía
15028762
NAIRO JOSE REYES CORREA
CR 51B CON CIRCUNVALAR
Trasladado

08/09/1968
11/06/1991

24 abril  2024
abril/2024

COLPENSIONES Nit 900.336.004-7
REPORTE DE SEMANAS COTIZADAS EN PENSIONES

PERIODO DE INFORME: Enero 1967
ACTUALIZADO A:

INFORMACIÓN DEL AFILIADO

Tipo de Documento:
Número de Documento:
Nombre:
Dirección:
Estado Afiliación:

Fecha de Nacimiento:
Fecha Afiliación:
Correo Electrónico:
Ubicación:

RESUMEN DE SEMANAS COTIZADAS POR EMPLEADOR

En el siguiente reporte encontrará el total de semanas cotizadas a través de cada uno de sus empleadores o de sus propias cotizaciones como trabajador
independiente, es decir, las que han sido cotizadas desde enero de 1967 a la fecha. Recuerde que la Historia Laboral representa su vida como trabajador,
la que usted ha construido mes a mes y año a año.

[1]Identificación Aportante [2]Nombre o Razón Social [3]Desde [4]Hasta [5]Último Salario [6]Semanas [7]Lic [8]Sim [9]Total

 17018203414  SERVICIOS JURIDICOS 11/06/1991 16/12/1991 $54.630 27,00 0,00 0,00 27,00

 17018401030  SU PERSONAL IDEAL 17/12/1991 04/12/1992 $65.793 50,57 0,00 0,00 50,57

 17016101003  COMISARIATO VIVERO 23/12/1992 27/04/1994 $124.964 70,14 0,00 0,00 70,14

 17016107260  EXDEQUIN S.A. 10/02/1994 30/06/1994 $170.000 20,14 0,00 11,00 9,14

 890927458  EX DE QUIN S A 01/04/1996 30/04/1996 $0 0,00 0,00 0,00 0,00

 800196314  MAKRO DE COLOMBIA S. 01/12/1996 31/12/1996 $0 0,00 0,00 0,00 0,00

[10] TOTAL SEMANAS COTIZADAS:

156,86

0,00

[11] SEMANAS COTIZADAS CON TARIFA DE ALTO
RIESGO(INCLUIDAS EN EL CAMPO 10 * "TOTAL

SEMANAS COTIZADAS"):

El siguiente resumen INFORMATIVO refleja los periodos laborados en el sector público y no cotizados al ISS hoy Colpensiones.

RESUMEN DE TIEMPOS PÚBLICOS NO COTIZADOS A COLPENSIONES

[12]Identificación Empleador [13]Nombre o Razón Social [14]Desde [15]Hasta [16]Último Salario [17]Semanas [18]Lic [19]Sim [20]Total

NO REGISTRA INFORMACIÓN

[21]TOTAL SEMANAS REPORTADAS:

RESUMEN DE TIEMPOS PÚBLICOS NO COTIZADOS A COLPENSIONES

RESUMEN TIEMPO PÚBLICO SIMULTÁNEO CON TRADICIONAL (67 - 94) Y POST 94[23]Hasta [24]Semanas Simultáneas

NO REGISTRA INFORMACIÓN

[22]Desde

El siguiente resumen refleja los periodos laborados que presentan simultaneidad, es decir aquellos en los que usted prestó servicios para varios
empleadores en el mismo periodo de tiempo.

RESUMEN TIEMPO PÚBLICO SIMULTÁNEO CON TRADICIONAL (67 - 94) Y POST 94

[25] TOTAL SEMANAS SIMULTÁNEAS:

Si usted laboró en entidades del sector público y estas entidades no cotizaron a pensiones al Instituto de Seguros Sociales (ISS), hoy Colpensiones, es posible que estos
periodos no se vean reflejados en su reporte de Historia Laboral. De ser así, puede radicar la solicitud de inclusión de dichos períodos allegando la certificación Electrónica de
Tiempos Públicos - CETIL expedida por su empleador, conforme al Decreto 726 de 2018 expedido por el Ministerio de Trabajo.

* Los tiempos públicos tenidos en cuenta para la liquidación de una prestación económica decidida con anterioridad al 26/09/2017, no se visualizarán en el reporte de Historia
Laboral.

Si ha trabajado en varias empresas al mismo tiempo, sólo se contabilizará en el total de semanas uno de los periodos y el salario base será la suma de lo cotizado, sin exceder
el máximo asegurable al momento de solicitar el reconocimiento pensional.

 [26]TOTAL SEMANAS (cotizadas[10] + reportadas tiempos públicos[21] - simultáneos[25] ) 156,86
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15028762C NAIRO JOSE REYES CORREA

abril/2024
24 abril  2024

COLPENSIONES Nit 900.336.004-7
REPORTE DE SEMANAS COTIZADAS EN PENSIONES

PERIODO DE INFORME: Enero 1967
ACTUALIZADO A:

DETALLE DE PAGOS EFECTUADOS ANTERIORES A 1995

Este reporte contiene el detalle de las semanas cotizadas  hasta el 31 de diciembre de 1994.

[27] Identificación Empleador [28]
 Nombre o Razón Social

[29]
 Ciclo Desde

[32] Días Rep. [33] Observación[30]
 Ciclo Hasta

[31] Asignación
Básica Mensual

 17016101003  COMISARIATO VIVERO 23/12/1992 9$  70.26031/12/1992 Pago aplicado al periodo declarado

 17016101003  COMISARIATO VIVERO 01/01/1993 90$  89.07031/03/1993 Pago aplicado al periodo declarado

 17016101003  COMISARIATO VIVERO 01/04/1993 91$  111.00030/06/1993 Pago aplicado al periodo declarado

 17016101003  COMISARIATO VIVERO 01/07/1993 92$  123.21030/09/1993 Pago aplicado al periodo declarado

 17016101003  COMISARIATO VIVERO 01/10/1993 92$  111.00031/12/1993 Pago aplicado al periodo declarado

 17016101003  COMISARIATO VIVERO 01/01/1994 117$  124.96427/04/1994 Pago aplicado al periodo declarado

 17016107260  EXDEQUIN S.A. 10/02/1994 141$  170.00030/06/1994 Pago aplicado al periodo declarado

 17018203414  SERVICIOS JURIDICOS INDSTRL 11/06/1991 189$  54.63016/12/1991 Pago aplicado al periodo declarado

 17018401030  SU PERSONAL IDEAL 17/12/1991 15$  54.49831/12/1991 Pago aplicado al periodo declarado

 17018401030  SU PERSONAL IDEAL 01/01/1992 31$  69.97731/01/1992 Pago aplicado al periodo declarado

 17018401030  SU PERSONAL IDEAL 01/02/1992 304$  71.22630/11/1992 Pago aplicado al periodo declarado

 17018401030  SU PERSONAL IDEAL 01/12/1992 4$  65.79304/12/1992 Pago aplicado al periodo declarado

Las semanas de los periodos de abril y mayo de 2020 con observación "Pago Decreto 558/2020 COVID 19", serán consideradas en el reconocimiento pensional para: Cumplir
requisito de las 1300 semanas, Cuando se trate de una  pensión de vejez con 1 SMLMV y para el otorgamiento de las pensiones de invalidez y muerte.

DETALLE DE PAGOS EFECTUADOS A PARTIR DE 1995

En el siguiente reporte encontrará el detalle de las semanas cotizadas a partir de enero de 1995 en adelante.

[37]Perío
do

[36]
RA

[43]
Nov.

[46]Observación
[45]
Días
Cot.

[40]IBC
Reportado

  
[42]Cotización

Mora Sin
Intereses

[44]
Días
Rep.

[39] Referencia de
Pago

[38]
 Fecha De

Pago

  [41]Cotización
Pagada

[34]
Identificación

Aportante

[35]
 Nombre o Razón Social

NO REGISTRA INFORMACIÓN

DETALLE DE PERIODOS REPORTADOS POR ENTIDADES DEL SECTOR PÚBLICO QUE NO
COTIZARON AL ISS HOY COLPENSIONES

En el siguiente resumen encontrará el detalle por días, de los ciclos laborados en entidades del sector público que no cotizaron al ISS hoy Colpensiones.

[58]
Días
Cot.

[53]Asignación
Básica Mensual

[49]
RA

[56]
Nov.

[54]Cotización
Pagada[52] Referencia de

Pago
[48]

Nombre o Razón Social
[59]Observación[50]Ciclo

[57]
Días
Rep.

[51]
 Fecha de

Pago

[55]Cotización
Mora Sin
Intereses

[47]
Identificación

Empleador

NO REGISTRA INFORMACIÓN
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24 abril  2024

COLPENSIONES Nit 900.336.004-7
REPORTE DE SEMANAS COTIZADAS EN PENSIONES

PERIODO DE INFORME: Enero 1967
ACTUALIZADO A:

LECTURA DEL REPORTE DE LA HISTORIA LABORAL UNIFICADO

Resumen de Semanas Cotizadas por Empleador: este reporte contiene el total de semanas cotizadas a través de cada uno de sus
empleadores o como trabajador independiente, es decir las que se han cotizado desde enero de 1967 a la fecha.

Detalle de pagos efectuados anteriores a 1995: este reporte contiene el detalle de las semanas cotizadas hasta el 31 de diciembre
de 1994.

27.   Identificación Empleador: para los periodos anteriores a 1995 corresponde al número Patronal.
28.   Nombre o razón Social: nombre o razón social del aportante (empleador o trabajador independiente).

1.   Identificación aportante: número  que  identifica  al  aportante  según  el  sistema  al  que  pertenece.  Hasta  diciembre de 1994
número patronal y a partir de 1995, Cédula de Ciudadanía, Cédula de Extranjería, etc.
2.   Nombre o razón Social: nombre o razón social del aportante (empleador o trabajador independiente).
3.   Desde: corresponde a la fecha de inicio del periodo de cotización.
4.   Hasta: corresponde a la fecha final del periodo de cotización.
5.   Último salario: salario  reportado  por  el  aportante.  Para   las   cotizaciones  efectuadas  hasta  el  31  de  diciembre  de  1994,
						corresponde al último salario reportado  y  para las cotizaciones  a  partir de  1995 corresponde al salario reportado en el periodo
						desde-hasta.
6.   Semanas: total de semanas correspondientes al periodo desde – hasta, sin descontar el tiempo de licencias y simultáneos.
7.   Licencias (Lic.): refleja las licencias no remuneradas, es decir periodo no laborado ni remunerado. Este valor es descontado del
						total de semanas del periodo cotizado.
8.   Simultáneos (Sim.): cantidad de semanas cotizadas de manera simultánea a través de dos o más aportantes.
9.   Total: es el total de semanas cotizadas del periodo, menos las licencias no remuneradas y el tiempo cotizado de manera
						 simultánea.
10.   Total de Semanas Cotizadas: corresponde al total general de semanas cotizadas a la fecha de generación del reporte.
11.   Total de Semanas Cotizadas Alto Riesgo: corresponde al total general de semanas cotizadas por tarifa de alto riesgo. Este
						  total se encuentra incluido en el total de semanas cotizadas (campo 10 Total de Semanas Cotizadas.)

Resumen de Tiempos Públicos no Cotizados a Colpensiones: este reporte es informativo y refleja el total de semanas reportadas
y laboradas en el sector público, los cuales no fueron cotizados al ISS hoy Colpensiones.

12.   Identificación empleador: número  que  identifica la entidad empleadora con la cual tuvo relación laboral en el sector público.
13.   Nombre o razón Social: nombre o razón social de la entidad empleadora.
14.   Desde: corresponde a la fecha inicial del aporte realizado, según lo reportado por la entidad certificadora.
15.   Hasta: corresponde a la fecha final del aporte realizado, según lo reportado por la entidad certificadora.
16.   Último salario: corresponde al último salario reportado por la entidad certificadora.
17.   Semanas: corresponde a las semanas del periodo desde – hasta, sin descontar el tiempo de licencias y simultáneos.
18.   Licencias (Lic.): corresponde a las interrupciones laborales no remuneradas, reportadas por la entidad certificadora.
19.   Simultáneos (Sim.): cantidad de semanas laboradas de manera simultánea, es decir a través de dos o más empleadores en el
					   mismo periodo de tiempo.
20.   Total: es el total de semanas reportadas del periodo, menos las licencias no remuneradas campo (7. Licencias (Lic.)).
21.   Total de Semanas Reportadas: corresponde al total general de semanas reportadas a la fecha de generación del reporte.

Resumen Tiempo Público Simultáneo con Tradicional (67 - 94) Y Post 94: este reporte refleja el total de semanas laboradas
simultáneamente entre el sector público y privado para los tiempos tradicionales (67-94) y Post 94.

22.   Desde: corresponde a la fecha inicial de la simultaneidad.
23.   Hasta: corresponde a la fecha final de la simultaneidad.
24.   Semanas simultáneas: cantidad de semanas laboradas de manera simultánea, es decir a través de dos o más empleadores en
						  el mismo periodo de tiempo.
25.   Total Semanas Simultáneas: corresponde a la sumatoria total de semanas laboradas simultáneamente a la fecha de
						  generación del reporte.
26.   Total Semanas: corresponde a total semanas cotizadas más(+)  total semanas reportadas menos(-) total semanas simultáneas
reportadas y cotizadas a la fecha de generación del reporte.
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COLPENSIONES Nit 900.336.004-7
REPORTE DE SEMANAS COTIZADAS EN PENSIONES

PERIODO DE INFORME: Enero 1967
ACTUALIZADO A:

29.   Ciclo Desde: corresponde a la fecha de inicio del periodo de cotización.
30.   Ciclo Hasta: corresponde a la fecha final del periodo de cotización.
31.   Asignación Básica Mensual: salario reportado por el aportante.  Para las cotizaciones efectuadas hasta 31 de diciembre de
						 1994, corresponde al último salario reportado.
32.   Días Rep.: número de días trabajados y reportados por el aportante para el periodo registrado.
33.   Observación: indica en que situación o estado se encuentra su periodo de cotización reportado.

Detalle de pagos efectuados a partir de 1995: este reporte contiene el detalle de las semanas cotizadas a partir de enero de 1995
en adelante.

34.   Identificación del aportante: número  que  identifica  al  empleador  o  trabajador  independiente  (NIT,  Cédula de Ciudadanía,
						  Cédula de Extranjería, etc.).
35.   Nombre ó razón social: nombre o razón social del aportante (empleador o trabajador independiente).
36.   RA: indica si existe un registro de afiliación o relación laboral.
37.   Período: año y mes al que corresponde el periodo cotizado.
38.   Fecha de pago: fecha en que fue realizado el aporte.
39.   Referencia de pago: número de registro del pago realizado (Calcomanía o Sticker o referencia de pago PILA).
40.   IBC Reportado: es el salario (Ingreso Base de Cotización) declarado por el empleador o trabajador independiente, para el pago
						  de la cotización.
41.   Cotización: valor del aporte efectuado según el salario declarado en cada uno de los periodos.
42.   Cotización mora sin intereses: es el dinero que el aportante adeuda por el periodo, sin incluir los intereses.
43.   Novedad(Nov.): campo que indica con la letra “R”, la novedad de Retiro reportada por el empleador.
44.   Días reportados: número de días trabajados y reportados por el aportante en cada uno de los periodos.
45.   Días cotizados: corresponde al número de días equivalentes al valor de la cotización pagada.
46.   Observación: indica en que situación o estado se encuentra su periodo de cotización reportado.

Detalle de periodos reportados por entidades del sector público que no cotizaron al ISS hoy Colpensiones: este reporte
contiene el detalle de las semanas reportadas por las entidades certificadoras.

47.   Identificación del aportante: número que identifica la entidad empleadora con la cual tuvo relación laboral en el sector público.
48.   Nombre ó razón social:  nombre o razón social de la entidad empleadora.
49.   RA: para el sector público esta información no es reportada por parte de la entidad certificadora. El campo siempre estará vacío.
50.   Ciclo: año y mes al que corresponde el periodo reportado.
51.   Fecha de pago: para el sector público esta información no es reportada por parte de la entidad certificadora. El campo siempre
estará vacío.
52.   Referencia de pago: para el sector público esta información no es reportada por parte de la entidad certificadora. El campo
siempre estará vacío.
53.   Asignación Básica Mensual: es el valor de la asignación básica mensual reportado por la entidad certificadora. En este reporte
no se verán reflejados los demás factores salariales reportados por la entidad certificadora, sin embargo serán tenidos en cuenta al
momento de la decisión de la prestación económica a que haya lugar.
54.   Cotización pagada: para el sector público esta información no es reportada por parte de la entidad certificadora. El campo
siempre estará en cero (0).
55.   Cotización mora sin intereses: para el sector público esta información no es reportada por parte de la entidad certificadora. El
campo siempre estará en cero (0).
56.   Novedad (Nov.): para el sector público esta información no es reportada por parte de la entidad certificadora. El campo siempre
estará en cero (0).
57.   Días reportados (Rep.): número de días reportados por la entidad certificadora en cada uno de los periodos.
58.   Días cotizados: para el sector público esta información no es reportada por parte de la entidad certificadora. El campo siempre
estará en cero (0).
59.   Observación: indica si el periodo se encuentra simultáneo con otro empleador. En caso en que se encuentre vacío, indica que
el campo no es simultáneo.

Defensoría del Consumidor Financiero
Dirección: Calle 70A  # 11-83 Bogotá.
Horario de atención: de 9:00 a.m. a 04:00 p.m. Jornada continua.
(57+601) 5439850, (57+601) 5439855 y 3203981187
Electrónico: defensorcolpensiones@defensorialg.com.co

Agradecemos su confianza recordándole que estamos para servirle. Este reporte esta sujeto a revisión y verificación por
parte de Colpensiones.
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INFORMACIÓN BASICA

AFILIACIÓN A PENSIONES

Régimen Administradora Fecha de Afiliación Estado de Afiliación

PENSIONES: AHORRO INDIVIDUAL ADMINISTRADORA DE FONDOS DE 
PENSIONES Y CESANTIA PROTECCION SA

1996-12-01 Activo cotizante

AFILIACIÓN A RIESGOS LABORALES

Administradora Fecha de Afiliación Estado de Afiliación Actividad Economica Municipio Labora

CIA DE SEGUROS BOLIVAR SA 2009-01-02 Activa EMPRESAS DEDICADAS AL COMERCIO, MANTENIMIENTO Y 
REPARACIÓN DE MOTOCICLETAS Y DE SUS PARTES, PIEZAS 
Y ACCESORIOS INCLUYE LA COMERCIALIZACIÓN DE 
MOTOCICLETAS Y TRINEOS MOTORIZADOS NUEVOS Y 
USADOS, PARTES PIEZAS Y ACCESORIOS LAS ACTIVIDADES 
DE MANTENIMIENTO Y REPARACIÓN 

Bogotá, D.C.- BOGOTÁ

AFILIACIÓN A COMPENSACIÓN FAMILIAR

Número de Identificación Primer Nombre Segundo Nombre Primer Apellido Segundo Apellido Sexo

CC 15028762 NAIRO JOSE REYES CORREA M

2024-04-19Fecha de Corte:

2024-04-19Fecha de Corte:

2024-04-19Fecha de Corte:

2024-04-19Fecha de Corte:

AFILIACIÓN A SALUD 2024-04-19Fecha de Corte:

Administradora Régimen Fecha Afiliacion Estado de Afiliación Tipo de Afiliado Departamento -> Municipio

EPS SURAMERICANA S.A. Contributivo 01/10/2016 Activo COTIZANTE BARRANQUILLA

Fecha: 4/19/2024 2:56:13 PM Pag.1

CONFORME CON LA NORMATIVIDAD VIGENTE, LAS ADMINISTRADORAS SON LAS RESPONSABLE DEL CONTENIDO Y LA CALIDAD DE LA INFORMACIÓN REPORTADA AL RUAF, CUALQUIER INCONSISTENCIA 
DEBE SER INFORMADA A LA ADMINISTRADORA RESPECTIVA, QUIEN DEBE RESOLVERLA.

Ministerio de Salud y Protección Social. 
Dirección: Cra. 13 # 32 - 76. Colombia, Bogotá D.C. PBX: (57-1) 330 5000, Fax: (57-1) 330 5050.

Afiliaciones de una Persona en el Sistema

ADRIANA NIEVES
Resaltar

ADRIANA NIEVES
Resaltar

ADRIANA NIEVES
Resaltar

ADRIANA NIEVES
Resaltar



Administradora CF Fecha de 
Afiliación

Estado de 
Afiliación

Tipo de Miembro de la Población Cubierta Tipo de Afiliado Municipio Labora

CAJA DE COMPENSACION FAMILIAR DE 
BARRANQUILLA COMBARRANQUILLA

2007-03-30 Activo Afiliado Trabajador afiliado 
dependiente

Régimen Administradora Fecha de Afiliación Estado de Afiliación Municipio Labora

CESANTÍAS: ESPECIAL SOCIEDAD ADMINISTRADORA DE FONDOS DE 
PENSIONES Y CESANTIAS PORVENIR SA

2011-02-14 VIGENTE Bogotá, D.C.- BOGOTÁ

AFILIACIÓN A CESANTIAS

No se han reportado pensiones para esta persona.

PENSIONADOS

No se han reportado vinculaciones para esta persona.

VINCULACIÓN A PROGRAMAS DE  ASISTENCIA SOCIAL

2024-04-19Fecha de Corte:

2024-04-19Fecha de Corte:

2024-04-19Fecha de Corte:

Fecha: 4/19/2024 2:56:13 PM Pag.2

CONFORME CON LA NORMATIVIDAD VIGENTE, LAS ADMINISTRADORAS SON LAS RESPONSABLE DEL CONTENIDO Y LA CALIDAD DE LA INFORMACIÓN REPORTADA AL RUAF, CUALQUIER INCONSISTENCIA 
DEBE SER INFORMADA A LA ADMINISTRADORA RESPECTIVA, QUIEN DEBE RESOLVERLA.

Ministerio de Salud y Protección Social. 
Dirección: Cra. 13 # 32 - 76. Colombia, Bogotá D.C. PBX: (57-1) 330 5000, Fax: (57-1) 330 5050.

Afiliaciones de una Persona en el Sistema
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